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Se abre la sesión a las cuatro de la tarde.

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores Diputados,
buenas tardes.

Se abre esta sesión de la Comisión de Asuntos Exterio-
res del Congreso de los Diputados, que se celebrará de
acuerdo con el orden del día inicialmente previsto, que to-
dos ustedes han recibido en su momento que es de su com-
pleto conocimiento.

— DECLARACION INSTITUCIONAL DE LA CO-
MISION SOBRE LAS RECIENTES ELECCIO-
NES EN BOSNIA-HERZEGOVINA.

— DECLARACION INSTITUCIONAL DE LA CO-
MISION SOBRE LOS INCIDENTES ENTRE
GRIEGOS Y TURCOS EN LA ISLA DE CHIPRE.

El señor PRESIDENTE: En primer lugar, pasaré a dar
lectura a las dos declaraciones institucionales, previamente
decididas por la Mesa y portavoces de esta Comisión, una
sobre las recientes elecciones en Bosnia-Herzegovina y
otra sobre los incidentes entre griegos y turcos en la isla de
Chipre.

Quiero anunciar también a la Comisión que, por
acuerdo reciente entre esta presidencia y los portavoces de
los correspondientes grupos parlamentarios someteremos

asimismo a la consideración de la Comisión, en el mo-
mento en que esté redactada, una declaración institucional
sobre los desgraciadísimos y sangrientos incidentes que en
este momento están teniendo lugar, desgraciadamente, en
Jerusalén.

La declaración institucional de esta Comisión de Asun-
tos Exteriores sobre las elecciones en Bosnia-Herzegovina
reza así: La Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso
de los Diputados constata con satisfacción el carácter pací-
fico y ordenado que ha presidido la celebración de las re-
cientes elecciones en Bosnia-Herzegovina y expresa su re-
conocimiento a la tarea conjuntamente realizada por la
OSCE y por la Ifor para garantizar la tranquilidad en los
comicios.

La Comisión de Asuntos Exteriores del Congreso de los
Diputados constata asimismo, sin embargo, las dificulta-
des de todo tipo que han presidido la celebración de estas
elecciones, entre las cuales no es la menor el escaso nú-
mero de personas desplazadas que han acudido a votar a
sus domicilios de origen. La Comisión expresa su con-
fianza de que las autoridades ejecutivas y los representan-
tes legislativos elegidos en las recientes elecciones sean
capaces de poner pronto en funcionamiento las institucio-
nes en sus respectivos ámbitos y que, al mismo tiempo, lo
hagan con espíritu de concordia, pacificación y entendi-
miento y con la finalidad de mantener la integridad territo-
rial de Bosnia-Herzegovina y su pluralidad cultural, lin-
güística, étnica y religiosa.
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La Comisión confía en que los esfuerzos hasta ahora
desarrollados por la comunidad internacional y sus institu-
ciones tengan una continuidad razonable en el tiempo para
garantizar el cumplimiento de los objetivos fijados en los
Acuerdos de Dayton, de diciembre de 1995, en la perspec-
tiva de una evolución democrática y cooperadora en la an-
tigua República Yugoslava.

Entiendo que ése es el texto que refleja el acuerdo pre-
viamente encontrado con todos los portavoces y, como tal,
queda unánimemente aprobado como declaración institu-
cional de esta Comisión.

La segunda, sobre los recientes incidentes en Chipre,
dice así: La Comisión de Asuntos Exteriores lamenta pro-
fundamente los actos de violencia cometidos reciente-
mente en Chipre, así como el desproporcionado uso de la
fuerza por parte de las fuerzas de seguridad turcas en el
norte del país. La Comisión condena estos hechos, espe-
cialmente los brutales asesinatos de dos ciudadanos chi-
priotas, que además han provocado otras muertes y diver-
sos heridos, incluyendo a miembros de la fuerza de mante-
nimiento de la paz de Naciones Unidas.

Recuerda la Comisión la urgente necesidad de promo-
ver una solución política global en Chipre bajo la égida de
las Naciones Unidas y expresa su apoyo a la tarea realizada
por el Secretario General de la ONU y su representante es-
pecial.

La Comisión, asimismo, expresa su pesar por el agrava-
miento de la tensión en Chipre, nación europea y medite-
rránea que espera superar las actuales dificultades para
continuar su integración en la Europa comunitaria.

Entiendo también que éste es el texto que ha recibido el
consenso por parte de todos los portavoces presentes en
esta Comisión y, consiguientemente, entiendo que figurará
como declaración institucional de esta Comisión.

— COMPARECENCIA DEL SEÑOR SECRETARIO
DE ESTADO DE POLITICA EXTERIOR Y DE
LA UNION EUROPEA (DE MIGUEL Y EGEA)
PARA INFORMAR DE LA SITUACION CREA-
DA EN EL SAHARA OCCIDENTAL TRAS LA
DECISION DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE
LAS NACIONES UNIDAS DE 29-5-96. A PETI-
CION DEL GRUPO PARLAMENTARIO CATA-
LAN (CONVERGENCIA I UNIO) (Número de ex-
pediente 213/000051).

El señor PRESIDENTE: A continuación, pasamos al
punto 3 del orden del día: Comparecencia del Ministro de
Asuntos Exteriores para informar de la situación creada en
el Sahara Occidental, tras la decisión del Consejo de Segu-
ridad de las Naciones Unidas el 29 de mayo de 1996.

Esta comparecencia fue solicitada en su momento por el
Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió). Fi-
gura en la convocatoria correspondiente que, por acuerdo
de la Mesa con los portavoces de la Comisión, en su reu-
nión del 18 de septiembre, comparecería el Secretario de
Estado de Política Exterior y de la Unión Europea, cosa que
así hace el titular de dicho puesto, don Ramón de Miguel.

Me pide la palabra, entiendo que por una cuestión de
orden, el portavoz de Convergència i Unió, don Luis Re-
corder. Tiene la palabra.

El señor RECORDER I MIRALLES: Señor Presi-
dente, efectivamente es para una cuestión de orden.

Nuestro grupo parlamentario solicitó en su momento la
comparecencia del Ministro Matutes para debatir la situa-
ción creada en el Sahara Occidental tras este conocido
Acuerdo del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.

Cuando recibimos a principios de esta semana el orden
el día para esta sesión, vimos con sorpresa que se había
cambiado la comparecencia del Ministro por la del Secre-
tario de Estado de Política Exterior, sin que se hubiera con-
sultado a este grupo parlamentario, que entendemos que,
como solicitante de la comparecencia, tenía que haber
prestado su conformidad. No tenemos ningún inconve-
niente, todo lo contrario, en recibir información de primera
mano del Secretario de Estado de Política Exterior y poder
debatir con él la política española en relación al Sahara Oc-
cidental, pero sí queremos hacer constar en acta nuestra
protesta por este hecho anómalo, que entendemos que no
debiera haberse producido.

El señor PRESIDENTE: Señor Recorder, la verdad es
que he procurado reconstruir el curso de la reunión de
Mesa y portavoces del pasado 18 de septiembre, cuando
consideramos las diversas peticiones de comparecencia
del señor Ministro en la Comisión y efectivamente decidi-
mos posponerlas hasta que el Ministro estuviera en situa-
ción de comparecer ante la Comisión. Creo que no fue el
caso de la comparecencia pedida por su grupo parlamenta-
rio, precisamente porque en ese momento no se encontraba
ningún representante del grupo parlamentario en la Comi-
sión.

En cualquier caso, constará su protesta, naturalmente,
pero le agradezco su disposición para escuchar las explica-
ciones que sobre esta materia pueda ofrecernos el Secreta-
rio de Estado, don Ramón de Miguel. De todas formas,
para el futuro lo tendremos en cuenta para que se eviten es-
tos pequeños o grandes malentendidos.

Don Ramón de Miguel, Secretario de Estado de Política
Exterior y para la Unión Europea nos visita en su primera
comparecencia ante la Comisión. Por ello, tengo la agrada-
ble obligación de darle la bienvenida y de augurarle éxito,
no sólo en esta primera comparecencia sino en las muy fre-
cuentes que seguramente tendrá ocasión de desarrollar en
el curso de los próximos meses.

Don Ramón de Miguel, tiene la palabra.

El señor SECRETARIO DE ESTADO DE POLI-
TICA EXTERIOR Y PARA LA UNION EUROPEA
(De Miguel y Egea): En primer lugar, quisiera de nuevo,
en nombre de don Abel Matutes, excusar su presencia. La-
mentamos que el grupo parlamentario que había solicitado
su presencia no haya tenido conocimiento de que don Abel
Matutes, como Ministro de Asuntos Exteriores, se encuen-
tra esta semana obligatoriamente asistiendo a la Asamblea
General de Naciones Unidas. Es una obligación no sola-
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mente como miembro de Naciones Unidas, sino como
miembro del Consejo de la Unión Europea, puesto que du-
rante esta semana el Consejo de Ministros tiene reuniones
colectivas con diversos grupos de países aprovechando la
primera semana de la Asamblea General.

En segundo lugar, quisiera agradecer al Presidente de
esta Comisión, señor Rupérez, sus amables palabras de
bienvenida. Al mismo tiempo presento mis excusas, por-
que yo ya tenía que haber venido. Recuerdo que el mo-
mento en que se había decidido una comparecencia mía
coincidió precisamente con la celebración del Consejo
Europeo de Florencia; es la única obligación inexcusable
que tengo, como Secretario de Estado también de la Unión
Europea, acompañar al Presidente y al Ministro de Asun-
tos Exteriores en esa importante cita del Consejo Europeo.
En aquel momento agradecí al Presidente de la Comisión
que tuviera la amabilidad de excusarme ante ustedes y le
hice el ofrecimiento, que ahora reitero, de estar a disposi-
ción permanente de esta Comisión para todas las ocasiones
en que sea requerido. Para mí no es solamente una satis-
facción venir aquí, sino de interés profesional, porque nos
parece que, en un campo como la política exterior, donde
existe un amplio consenso parlamentario, tener esa comu-
nicación con la Comisión y comprobar ese consenso en los
grandes temas de política exterior es uno de los grandes
quehaceres de los que tenemos la responsabilidad de diri-
girla.

Paso a responder a la petición que se había hecho de in-
formar sobre la situación creada en el Sahara occidental
tras la decisión del Consejo de Seguridad de Naciones
Unidas de 29 de mayo de 1996. Lo haré con modestia por-
que precisamente el presidente de esta Comisión es uno de
los más reconocidos expertos en los temas de Sahara occi-
dental. Espero que lo que diga no vaya a ser objeto de su
censura, ya que en muchos casos conoce los temas mejor
que yo.

Como saben SS. SS., en el año 1991 las resoluciones
658, de 1990, y 690, del Consejo de Seguridad de las Na-
ciones Unidas, dispusieron la celebración de un referén-
dum de autodeterminación para el Sahara occidental, se-
gún el plan propuesto por el entonces secretario general de
la Organización de las Naciones Unidas, señor Pérez de
Cuéllar, y establecieron el cometido de este cuerpo lla-
mado Minurso, que es la Misión de las Naciones Unidas
para el Referéndum del Sahara Occidental, dirigido por un
representante especial del secretario general.

Este plan de paz creó una comisión de identificación
encargada de la elaboración de las listas electorales sobre
la base del censo español de 1974. A partir de ese mo-
mento, los esfuerzos de Minurso se centraron en la defini-
ción de los criterios concretos que habían de permitir la
participación de la población en el referéndum. Así, el se-
cretario general propuso, a finales de 1991, una serie de
criterios que fueron aceptados por el Consejo de Seguridad
y por las partes. Estos criterios que voy a enumerar, porque
me parece que son muy ilustrativos, son los siguientes: Pri-
mero, para poder votar se exigía figurar en el censo espa-
ñol de 1974. Segundo, tener determinados lazos de paren-
tesco con las personas que figuraban en dicho censo. Los

que estuvieran en el censo, que por lo menos pudieran es-
tar emparentados con los que estaban en él. Tercero, haber
residido seis años seguidos o 12 alternos en el Sahara occi-
dental antes de 1975. Y, por último, ser hijo de padre saha-
raui nacido en el territorio.

Cualquiera de estos criterios, subordinado a la acredita-
ción de la pertenencia a una tribu saharaui establecida en el
territorio, eran las condiciones para poder participar de
pleno derecho en el proceso referendario establecido por
Naciones Unidas. Como era de esperar, Marruecos y el
Frente Polisario sostuvieron desde el principio interpreta-
ciones divergentes respecto a estos criterios, interpretacio-
nes divergentes que derivan de las diferencias que tuvieron
desde el principio el Frente Polisario y Marruecos respecto
de este referéndum. Para el Frente Polisario suponía que
las Naciones Unidas sancionaban el proceso de autodeter-
minación. Para Marruecos, la idea que ellos tenían era que
las Naciones Unidas les daba carta blanca para consumar
la marroquinización del territorio.

Precisamente por esta divergencia de puntos de vista ha
habido desde entonces un bloqueo en el proceso de identi-
ficación de votantes. Pasó el tiempo y en el año 1993 el
nuevo Secretario General, señor Butros Gali, en vista de
que no se avanzaba, presentó unas propuestas de compro-
miso para la interpretación de aplicación de los criterios
que determinan la condición de votante. Estas propuestas
de compromiso, que fueron aceptadas por las partes, con-
firmaban que la pertenencia tribal saharaui se había de pro-
bar demostrando la adscripción de los candidatos a una
subfracción mencionada en el censo español de 1974 y
precisaban las circunstancias o medios de prueba que ha-
bían de acreditar los interesados para fundamentar su peti-
ción.

Por otra parte, se establecía como requisito que la iden-
tificación se llevara a cabo en presencia de representantes
de ambas partes y de un observador de la Organización de
la Unidad Africana, organización que, como ustedes sa-
ben, se implicó desde el primer momento en el proceso sa-
haraui. Solamente en octubre de 1994 se consiguió cerrar
el plazo para la presentación de solicitudes de inscripción
en la lista de votantes, y desde entonces hasta este mo-
mento las labores de identificación de estas solicitudes se
han desarrollado a ritmo mucho más lento del inicialmente
previsto, porque el desacuerdo de las partes sobre los pun-
tos fundamentales continúa.

Esta lentitud con la que se han llevado a cabo estos tra-
bajos y los escasos resultados obtenidos en los últimos
tiempos han sido la razón por la cual el Consejo de Seguri-
dad decidió el pasado 29 de mayo, por medio de su Reso-
lución 1056, suspender el proceso de identificación de vo-
tantes para el referéndum de autodeterminación. El Con-
sejo de Seguridad seguía así la recomendación que le había
hecho el secretario general y justificaba esta medida en la
falta de voluntad indispensable de las partes para brindar a
Minurso la cooperación necesaria para continuar y com-
pletar las operaciones de identificación.

Para dar una idea de la magnitud del problema, en el
momento de la suspensión se había logrado identificar más
o menos 60.000 eventuales votantes y quedaban por ser
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examinadas unas 180.000 solicitudes; es decir, había ha-
bido 240.000 peticiones para entrar en el censo y, de ellas,
prácticamente no había más que 60.000 en las que estaban
de acuerdo y 180.000 en las que todavía había una gran di-
vergencia entre Marruecos y el Frente Polisario.

Ante esta situación, el secretario general decidió con-
gelar el tema, recoger toda la información y trasladar to-
dos los documentos de identificación a las oficinas de Na-
ciones Unidas en Ginebra para su custodia. De manera
consecuente con esta decisión de suspender las tareas de
identificación, el Consejo de Seguridad ordenó proceder a
una reducción sustantiva de los efectivos civiles de Mi-
nurso.

También las fuerzas del componente militar para la su-
pervisión del mantenimiento del alto el fuego, vigente
desde 1991, hasta la actualidad han experimentado un
cierto recorte, aunque mucho menor, porque en este caso
solamente ha alcanzado al 20 por ciento de las tropas des-
plegadas. Esta reducción del componente militar se ha
efectuado de una manera gradual, dejando vacantes los
puestos de los observadores que han llegado al fin de su
período de servicio. El objetivo es que en octubre se llegue
a la cifra aprobada de 230 observadores.

Es conveniente recordar que el Consejo de Seguridad,
cuando tomó estas decisiones de interrumpir el proceso de
identificación y de empezar a reducir Minurso, no decidió
en esta resolución 1056 dejar sin vigencia el plan de arre-
glo, el plan original del compromiso político, que com-
prende, además de la organización del referéndum de auto-
determinación, otras cuestiones tales como la fijación de
un código de conducta para la campaña electoral, el acan-
tonamiento de tropas, la amnistía y libertad de presos polí-
ticos o el intercambio de prisioneros.

El Consejo de Seguridad, pues, no ha renunciado a su
compromiso de lograr una solución justa y duradera a la
cuestión del Sahara Occidental mediante la celebración del
referéndum de autodeterminación, de acuerdo con el plan
de arreglo. Se han suspendido las tareas de identificación
pero no se ha renunciado al objetivo primigenio que era ce-
lebrar el referéndum. Por esta razón, además de conservar
su presencia militar, el Consejo ha decidido mantener ope-
rativa una oficina política en el territorio encargada de dia-
logar con las partes y con los países vecinos. Esta oficina
política es dirigida por el representante especial del Secre-
tario General de la ONU, el señor Jensen, y cuenta con el
apoyo de una pequeña plantilla en El Aaiún y en la zona de
Tinduf, que es la zona donde se concentra la mayor parte
de los saharauis exiliados. Asimismo, el Consejo pidió al
secretario general que prosiguiera sus esfuerzos para el
desbloqueo del plan de arreglo y se declaró incluso dis-
puesto a reforzar la Minurso si se demostraba la voluntad
política de las partes de avanzar por dicha vía.

Igualmente, el Consejo de Seguridad instó a las partes a
realizar, como prueba de buena voluntad, progresos para la
aplicación de algunos aspectos del plan de arreglo distintos
de la propia identificación de los votantes, tales como la li-
beración de los presos políticos o el canje de los prisione-
ros de guerra por razones humanitarias. Y también les pi-
dió, y esto es muy importante, que adoptaran nuevas medi-

das para fomentar la confianza entre sí, a fin de eliminar
los obstáculos de la aplicación del plan de arreglo.

En las condiciones señaladas, el Consejo de Seguridad
decidió prorrogar el mandato de la Minurso hasta el 30 de
noviembre de 1996. Por lo tanto, este mandato tiene ya no
mucho más que dos meses de plazo. En su resolución, el
Consejo señaló que, en el caso de que no se registren pro-
gresos importantes durante este período, tendría que consi-
derar la adopción de otras medidas, incluida la posibilidad
de reducir aún más las fuerzas de Minurso. Por su parte, el
secretario general ha hecho público el pasado 20 de agosto
un informe que pudiera calificarse como informe de tapa,
en el que señala la improbabilidad de que pueda reanu-
darse en breve plazo el proceso de identificación, si las
partes no muestran una mayor flexibilidad y cooperan en
la superación de los obstáculos actuales.

El secretario general da cuenta en este informe de las
activas gestiones llevadas a cabo en los últimos meses por
su representante, el señor Jensen, con las partes y con los
países vecinos para proseguir el diálogo y ayudar a las par-
tes a solucionar sus diferencias.

Asimismo, dice el secretario general en su informe que
solamente se podrá superar este estancamiento cuando las
dos partes reconozcan que la identificación es un proceso
escrupuloso sustentado en principios bien definidos y en el
contexto de un acuerdo más amplio. Y, en este sentido, el se-
cretario general ha auspiciado encuentros entre las dos par-
tes, entre el Frente Polisario y el Gobierno de Marruecos,
para ver si existe un pacto político previo que el referéndum
consume. Se pretende, más que el referéndum sea el princi-
pio del proceso, que haya un proceso de entendimiento polí-
tico y que el referéndum constituya el punto final.

El Gobierno español, con ocasión de la adopción por el
Consejo de Seguridad de su resolución 1056, reiteró su po-
sición de principios según la cual la solución definitiva al
problema del Sáhara Occidental pasa necesariamente por
la autodeterminación del pueblo saharaui a través de un re-
feréndum libre y con garantías internacionales.

Por este motivo, el Gobierno ha lamentado la suspen-
sión del proceso de identificación y por esa razón también
el Gobierno español reitera en todas las ocasiones y en to-
dos los foros la necesidad de reanudación del proceso de
identificación y del diálogo entre las partes a la mayor bre-
vedad posible.

Es conocido de todos que España ha apoyado con fir-
meza el plan de arreglo de Naciones Unidas y todos los es-
fuerzos del secretario general y, además, que España ha
dedicado importantes contribuciones financieras para sos-
tener Minurso. Conviene saber que el Gobierno español ha
pagado dos millones de dólares como contribución obliga-
toria al presupuesto de Minurso, cuatro millones de dóla-
res como contribución voluntaria en efectivo y cerca de un
millón de dólares en medios de transporte. Asimismo he-
mos puesto a disposición de Minurso el censo español de
1974, el llamado Registro civil Cheránico, y otros docu-
mentos útiles para la identificación de la población saha-
raui, así como un sinfín de prestaciones logísticas y sanita-
rias en Las Palmas de Gran Canaria, que se han puesto a
disposición del contingente de Naciones Unidas.
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Asimismo hemos venido desarrollando una actividad
diplomática constante y constructiva a través de contactos
bilaterales con las partes, con los gobiernos interesados,
con los que integran el grupo de amigos del proceso de paz
y con los responsables de la organización de Naciones
Unidas. En efecto, el Gobierno en sus contactos con los
responsables de Naciones Unidas, con los países miem-
bros del Consejo de Seguridad y con los distintos actores
regionales y partes interesadas les ha expresado, lo hace
siempre que tiene ocasión, y por última vez lo ha hecho
ayer en Naciones Unidas el Ministro Abel Matutes, su pre-
ocupación por el estancamiento del proceso de arreglo del
conflicto y la importancia de que se evite cualquier acción
capaz de alterar el clima de paz y convivencia armoniosa
entre los pueblos del Magreb.

Nos parece que en este sentido es necesario que se man-
tenga el respeto al alto el fuego vigente desde el año 1991,
puesto que es fundamental que haya un ambiente de paz y
estabilidad, y que las partes interesadas asuman sus res-
ponsabilidades para que se pueda reanudar cuanto antes el
proceso de identificación de votantes y los demás aspectos
del plan de arreglo. Hemos animado a las partes a aprove-
char cuantas oportunidades tengan para avanzar, con un
espíritu de compromiso, en la solución de los problemas
actuales con las miras puestas en el futuro del territorio y
en la paz, estabilidad y prosperidad de la región.

Hemos expresado nuestra satisfacción al Gobierno ma-
rroquí y al Frente Polisario por los contactos que sabemos
que se han producido últimamente entre delegaciones del
Gobierno de Marruecos y del Frente Polisario. Nosotros
creemos que es un momento para que las partes interesa-
das hagan un esfuerzo para que se produzcan avances an-
tes del 30 de noviembre, fecha en la que expira la última
prórroga concedida a Minurso y en la que el Consejo de
Seguridad deberá considerar si mantiene su despliegue ac-
tual o, de no haber progresos, lo reduce aún más, lo que po-
dría producir una situación inquietante. Esta última posibi-
lidad puede ser muy peligrosa para el futuro plan de arre-
glo y para toda la paz y estabilidad en el Sahara Occiden-
tal; por eso, hemos instado a ambas partes a que demues-
tren la mayor flexibilidad y una mayor voluntad de coope-
ración que permita superar los obstáculos actuales que han
motivado la suspensión de las tareas de identificación de
votantes.

Yo quisiera informar a esta Comisión de que el último
contacto lo ha tenido el Ministro de Asuntos Exteriores
precisamente ayer, con el Ministro de la Presidencia de la
República Arabe Saharaui, le ha reiterado las posiciones
tradicionales del Gobierno español y hemos escuchado los
argumentos de la parte saharaui. Puedo decir que el Minis-
tro tomó nota de la preocupación expresada por el interlo-
cutor saharaui sobre los problemas que han tenido en el
proceso de identificación, también de los recientes contac-
tos que han tenido lugar entre saharauis y marroquíes, ha
enrarecido a su interlocutor el mantenimiento del alto el
fuego, ha insistido en el diálogo entre las partes interesadas
y asimismo ha reiterado la disponibilidad de España para
encontrar una solución al conflicto. Esa es la situación úl-
tima.

Con esto, señor Presidente, concluyo mi intervención,
que quizá ha sido demasiado larga.

Gracias.

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Secre-
tario de Estado. En esta Comisión, estamos acostumbrados
a escuchar intervenciones bastantes más largas.

En representación del grupo que solicitó la compare-
cencia, tiene la palabra el señor Recoder.

El señor RECODER I MIRALLES: Muchas gracias,
señor Secretario de Estado, por su información. Quiero
que tenga usted muy claro que mis palabras iniciales nada
tenían que ver, en absoluto, con su presencia en esta Co-
misión y aprovecho para reiterarle la bienvenida en nom-
bre de nuestro grupo parlamentario, en una comparecencia
que espero que a lo largo de esta legislatura se pueda repe-
tir numerosas veces.

El objetivo de nuestro grupo al solicitar la comparecen-
cia del Ministro, al que usted ha sustituido hoy, no es otro
que expresar nuestra preocupación por las siniestras,
quizá, perspectivas que se abren en el proceso de paz del
Sahara occidental tras el acuerdo del Consejo de Seguridad
de las Naciones Unidas del 29 de mayo de 1996, poder te-
ner un debate en el seno de esta Comisión y ver si somos
capaces, entre todos, de poder sacar alguna conclusión que
sirva de aportación positiva a la solución de este conflicto,
solución que no tengo ninguna duda que todos los grupos
de esta Cámara deseamos con gran sensibilidad. Porque
estamos ante un conflicto que ya dura demasiados años y
corremos el peligro de considerarlo algo normal, algo que
forma parte de la escena internacional más próxima a la de
nuestro país. El 14 de noviembre próximo se cumplirán ya
21 años de la firma, en Madrid, de los célebres acuerdos
tripartitos —un grave error del Gobierno de la época—,
unos acuerdos que, como todo el mundo sabe, negaban al
pueblo saharaui el derecho a decidir libremente su destino,
el derecho a la autodeterminación; unos acuerdos que, a la
luz del Derecho internacional, nacieron con vicios de ori-
gen y que fueron rápidamente y de forma muy amplia su-
perados por la evolución del conflicto.

No podemos olvidar que este conflicto que esta tarde
tratamos en la reunión de esta Comisión esconde tras de sí
un drama humano, un drama que padecen numerosísimos
saharauis desde hace muchos años, generaciones de saha-
rauis que ya deben vivir en el exilio, que sufren en sus
carne las consecuencias de un proceso de descolonización
inconcluso. Yo diría que uno de los últimos procesos de
descolonización pendientes en el continente africano. En
este sentido, también quisiera poner sobre la mesa algo que
nos debe hacer reflexionar a los miembros de esta Comi-
sión, como es el reciente informe de Amnistía Internacio-
nal sobre la situación de los derechos humanos en el Sa-
hara occidental. Ese informe, a pesar de reconocer tímidos
avances en el respeto a los derechos humanos en la zona y
poner de manifiesto hechos positivos, como la liberación
de presos de conciencia y la liberación de presos que se da-
ban por desaparecidos por parte del Gobierno del Reino de
Marruecos, aún pone de relieve lo que constituye una triste
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memoria de sufrimiento, como es, repito, la situación de
una gran parte del pueblo saharaui.

En septiembre de 1991 concluyó el enfrentamiento ar-
mado entre el Polisario y Marruecos, gracias a un acuerdo
patrocinado por las Naciones Unidas —al que usted se ha
referido—, que puso fin a dieciocho años de hostilidades.
El célebre plan de paz de Pérez de Cuellar preveía la cele-
bración de un referéndum de autodeterminación —no lo
olvidemos— para finales de enero del año 1992, pero la
comisión de identificación de Minurso, que debía poner al
día el censo español del año 1974, no ha podido concluir
su trabajo, puesto que, según ha manifestado la Minurso
—y consta en la memoria del acuerdo del Consejo de Se-
guridad de  mayo pasado—, no existe la voluntad indis-
pensable para brindar a la Minurso la cooperación necesa-
ria para que ésta complete el proceso. Por todo ello, como
usted decía, el Consejo de Seguridad, el 29 de mayo de
1996, acordó suspender el proceso de elaboración del
censo hasta que ambas partes presenten pruebas concretas
y convincentes de que están decididas a reanudar y com-
pletar dicho proceso, pero a la vez prorroga el mandato de
la Minurso hasta el 30 de noviembre de este año.

Esto nos plantea una serie de problemas, señor Secreta-
rio de Estado. En primer lugar, es obvia la incapacidad de
Minurso durante todo este tiempo para aplicar el plan de
paz y este grupo parlamentario entiende que, lamentable-
mente, ello supone una cierta pérdida de credibilidad de las
Naciones Unidas en la resolución de este conflicto. En se-
gundo lugar, no podemos olvidar que si es imposible la
conclusión del censo, y por tanto llevar a cabo el referén-
dum de autodeterminación, que es el gran objetivo del plan
de paz, es debido en gran parte, y quizá fundamentalmente,
a los reiterados incumplimientos por parte del Reino de
Marruecos. Creo que no nos vale situar —llevados de esa
cierta tendencia que los occidentales demasiado a menudo
tenemos la tentación de adoptar— a los dos contendientes
en un plano de igualdad en cuanto a su responsabilidad en
relación a la no solución del conflicto. Esta es la opinión de
este grupo parlamentario, que creo que podemos avalar y
contrastar con numerosísimos incumplimientos, que nos
llevan a la conclusión de que al Reino de Marruecos, en
cierta forma, le va bien esta situación, que supone no avan-
zar ni retroceder, pero que a la larga puede llevar a la con-
solidación de una situación que, en principio, parece que
les va bien.

Señor Secretario de Estado, nosotros entendemos que,
en medio de esta situación, existe un deber moral de Es-
paña, como antigua potencia colonial, en la resolución del
conflicto, y esto es algo que hemos mantenido en todos los
debates, no sólo de esta Comisión, sino incluso en el Pleno
del Congreso de los Diputados. Quiero recordar un debate
celebrado hará menos de un año, en noviembre de 1995, a
consecuencia del cual aprobamos una moción por una am-
plísima mayoría, y ha quedado patente que todos nos sen-
timos responsables en parte de lo que está sucediendo en el
Sahara occidental en la actualidad y, por tanto, de la no re-
solución del conflicto del pueblo saharaui. Este grupo par-
lamentario entiende que, como consecuencia de este deber
moral, nuestro país debe realizar un esfuerzo adicional

para la solución del conflicto. En ese sentido, nos satisfa-
cen sus palabras, que ponen de manifiesto toda una serie
de iniciativas por parte del Ministerio de Asuntos Exterio-
res, cara a intentar allanar el camino entre las partes para
conseguir la solución de este conflicto.

Nosotros entendemos que ese esfuerzo se debería enca-
minar en este momento a conseguir simplemente aquello
que perseguía el plan de paz de Pérez de Cuéllar; es decir,
la realización del referéndum sobre las bases pactadas y
con todas las garantías de transparencia. En este momento
es indispensable conseguir que se sienten las partes en una
mesa de negociación. No estoy lanzando ninguna idea no-
vedosa, pero sí quisiera conocer su opinión al respecto.
Digo que no estoy lanzando ninguna idea novedosa por
cuanto en la moción que aprobamos el año pasado en esta
Cámara, repito, por amplísima mayoría, una de las pro-
puestas que se efectuaban era la de apoyar todas las accio-
nes de la Secretaría General de Naciones Unidas para con-
seguir la celebración de la conferencia de paz. A tal fin, se
solicitaba en la moción un papel activo del Estado español.
Señor Secretario de Estado, yo no sé si usted me puede fa-
cilitar alguna información adicional, pero desconocemos
los resultados de los últimos encuentros entre el Frente Po-
lisario y los representantes del Gobierno o de la monarquía
alauita. No sabemos si han supuesto algún paso positivo en
relación a este objetivo de lograr una paz estable en el Sa-
hara occidental.

Por último, dos preguntas para terminar esta interven-
ción. En primer lugar, se ha dicho que el 30 de noviembre
de 1996 —por tanto, de aquí a aproximadamente dos me-
ses— finaliza el mandato de Minurso, prorrogado por el
acuerdo del Consejo de Seguridad, de mayo de este año.
¿Qué va a suceder entonces? Quizás esté haciendo una
pregunta que cabría situar dentro de lo que se puede de-
nominar política-ficción. Coincido con usted en que las
sombras más tenebrosas se pueden cernir sobre el con-
flicto del Sahara en el caso de que las Naciones Unidas
decidan no prorrogar el mandato. Y la segunda cuestión,
vinculada directamente a la anterior, es que nadie quiere,
obviamente, una posible reanudación de las hostilidades,
no sólo del sufrimiento de un pueblo, sino un empeora-
miento de la estabilidad en la zona, lo cual no nos inte-
resa.

Nada más.

El señor PRESIDENTE: Señor Secretario de Estado.

El señor SECRETARIO DE ESTADO DE POLI-
TICA EXTERIOR Y DE LA UNION EUROPEA (De
Miguel y Egea): He escuchado con mucha atención la ex-
posición de S. S., que no puedo sino coincidir en todos sus
términos y compartir esa preocupación.

Es evidente que falta un acuerdo básico entre las partes
para poner en marcha el plan de arreglo y también es ver-
dad que la parte más fuerte, que es la marroquí, plantea
más problemas en ese acuerdo que tiene que haber para
que las reglas del plan de identificación sean admitidas por
ambas partes y se establezcan unas reglas claras para ver
quién puede participar en ese referéndum.
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Minurso ha hecho todo lo que ha podido, pero las par-
tes no han hecho los esfuerzos necesarios para llegar a
un acuerdo, quizás por eso yo dije al principio, porque
cada uno parte de concepciones totalmente opuestas. El
Frente Polisario espera que ese referéndum sea la legiti-
mación de su autodeterminación y Marruecos espera que
ese referéndum sea el reconocimiento de la marroquini-
zación del territorio. Ahí hay una  gran distancia que les
separa.

Yo también comparto con S. S ese sentimiento de que
España tiene un deber moral en la resolución de este con-
flicto y que nosotros debemos realizar esfuerzos adiciona-
les para lograr ese entendimiento. Este Gobierno ha reali-
zado estos esfuerzos desde el primer día. El Presidente Az-
nar estuvo en Marruecos y trató de este tema con el mo-
narca alauita y con el Presidente del Gobierno, señor Filali,
y Ministro de Asuntos Exteriores, así como también el Mi-
nistro que estaba presente, señor Matutes. Después, el se-
ñor Matutes ha estado en visita oficial, como ustedes sa-
ben, hace poco tiempo en Argelia. De nuevo este tema fue
objeto de las conversaciones del Ministro, puesto que to-
dos sabemos que Argelia es una parte importante en este
conflicto. Pero no nos engañemos tampoco, Argelia no
tiene ningún deseo altruista. Ha jugado un juego equívoco
con el Frente Polisario. Ha ayudado al Frente Polisario en
muchas cosas, pero no ha contribuido siempre a tener una
visión objetiva del tema. Ha utilizado un poco la situación
del Sahara occidental como un elemento para hacer pre-
sión sobre su vecino, para mantener la presión y ponerle en
situación difícil. Ahora, naturalmente, la situación de Ar-
gelia es más problemática desde el punto de vista interno y
se puede comprometer menos, incluso con ayuda especí-
fica al pueblo saharaui. Les acabo de relatar que ayer
mismo el Ministro ha estado viendo al Ministro de la Pre-
sidencia saharaui, al cual le ha reiterado la posición de
siempre.

Con respecto a los encuentros, yo le puedo decir la in-
formación que nosotros tenemos. Se la voy a dar puntual-
mente porque la tengo escrita. Sabemos que se han produ-
cido varios encuentros, en Ginebra y en Marruecos, entre,
de una parte, una delegación marroquí presidida por el Mi-
nistro de Interior, señor Basri, y de otra una delegación po-
lisaria con participación del Primer Ministro de la RASD
—de la República Arabe Saharaui Democrática—, señor
Alí Beiba; con su Ministro de Asuntos Exteriores, señor
Bachir Mustafá Sayed; con su Ministro de Defensa, señor
Brahim Ghali; con el jefe de la Tercera Región Militar, se-
ñor Lahbib, y con el coordinador para el proceso de identi-
ficación, señor Hada. Con ocasión de uno de estos encuen-
tros, la delegación polisaria ha sido recibida por el príncipe
heredero de Marruecos. El Secretario General de Naciones
Unidas ha estado al corriente de estos encuentros y el pro-
pio Ministro, Abel Matutes, se refirió a ellos claramente en
sus contactos con las autoridades argelinas. Ahora bien,
hay que decir que el Ministro del Interior, señor Basri, ha
negado recientemente y de manera pública que estos en-
cuentros hayan tenido lugar, seguramente por razones de
orden interno, para evitar la presión de la opinión pública;
por razones políticas que le serán a él bien conocidas. Esta

es la realidad. Lo ha negado, pero estos encuentros han te-
nido lugar.

Parece —y aquí aventuro una opinión, que no sé si es
arriesgada— que Marruecos está haciendo un gran es-
fuerzo para lograr un acuerdo político, que podría ser el
principio de un arreglo para sentar las bases de identifica-
ción. Ese arreglo político sería ofrecer al pueblo saharaui
un estatuto especial de gran autonomía dentro del reino
alauita. En este momento ésa es la dirección en la que van
los mayores esfuerzos del reino alauita; ofrecerles algo que
les permita salvar la faz, que el pueblo saharaui vea satis-
fechos, de una manera lo más amplia posible, sus deseos
de autonomía, pero, al mismo tiempo, que se engloben
dentro de esa gran monarquía alauita que quiere ser la mo-
narquía de todos los pueblos del desierto del Sahara occi-
dental.

No cabe la menor duda de que en el Frente Polisario
hay dos facciones encontradas cuya crisis se ha agravado
en los últimos tiempos: aquellos que propugnaban la solu-
ción de Naciones Unidas y, por lo tanto, un arreglo pací-
fico y un referédum, y los halcones que decían que nunca
se debió llegar al alto el fuego y que había que seguir las
hostilidades y las acciones de guerra contra Marruecos.
Tampoco se nos debe olvidar que esas acciones de guerra,
si pararon se debió a que el Frente Polisario perdió la gue-
rra con Marruecos, porque la superioridad numérica y de
medios materiales del ejército marroquí fue abrumadora y
desde el momento en que Argelia estuvo en una situación
débil, no pudo dar el mismo apoyo que venía dando tradi-
cionalmente al Frente Polisario. El hecho de que haya este
enfrentamiento entre los dos sectores del Frente Polisario
nos hace pensar que no se puede descartar totalmente el
que se puedan producir acciones bélicas esporádicas,
atentados y seguramente conflictos en la zona del Sahara,
en un futuro próximo, si una solución negociada no
avanza.

Con respecto a sus preguntas, vamos a seguir mante-
niendo la presión para que antes de noviembre de 1996, que
está a la vuelta de la esquina, porque quedan dos meses,
haya un signo de esperanza, sobre todo, en lo que se refiere
al proceso de identificación y a celebración del referéndum.
Y si esto no sucede, España alentará a todos en Naciones
Unidas, pero, sobre todo, al grupo de países más concerni-
dos con este tema para que, en ningún caso, se retiren Na-
ciones Unidas y Minurso. Debo decir que ahí el trabajo más
importante es persuadir a los Estados Unidos que en un mo-
mento dado tuvieron un interés, pero que ahora se van de-
sinteresando progresivamente sobre el problema del Sahara
y pagan una parte de la factura de Minurso.

En cuanto a la posibilidad de la renovación del proceso,
está pendiente de esta negociación. Por último, me referiré
a algo que nos afecta extraordinariamente en el Ministerio,
como afecta a SS. SS., que es la triste suerte del pueblo sa-
haraui, de muchas personas, sobre todo mujeres y niños
que han sufrido esta situación de guerra casi continua
desde hace veinte años. Le diré que el Ministerio de Asun-
tos Exteriores tiene programas importantes (un Diputado
en esta Cámara inició, cuando tenía la responsabilidad de
ser Secretario de Estado de Cooperación, programas im-
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portantes de ayuda a la población saharaui), que se canali-
zan fundamentalmente a través de Mauritania para hacer-
les llegar todos los medios necesarios hacia la zona de Tin-
duf, que es donde están los campos de refugiados. El es-
fuerzo ya iniciado se está no solamente manteniendo sino
incrementando, por aquello de que compartimos —como
dijo S. S.— esa sensación de tener un deber moral de ayu-
dar al pueblo saharaui en la terrible etapa de la vida de este
pueblo que se inició ya, como usted ha dicho, el 14 de no-
viembre de 1975.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Re-
coder, para una brevísima intervención.

El señor RECODER I MIRALLES: Brevísima, señor
Presidente.

Para agradecer al Secretario de Estado su información.
Simplemente decirle que nosotros pensamos que hay que
continuar manteniendo el esfuerzo diplomático y muy es-
pecialmente en estos momentos en los que debemos estar
atentos a cómo evolucionan los acontecimientos en los
próximos meses (por lo que he podido deducir de sus in-
formaciones, el resultado de las conversaciones está a un
nivel altísimo entre las dos partes) y a la decisión que
adopten las Naciones Unidas antes del 30 de noviembre,
en relación a Minurso. Sugerimos, una vez más, la idea de
que en el caso de que las noticias no fueran positivas, como
nosotros esperamos, sino que la evolución de los aconteci-
mientos fuera francamente negativa, habría que volver a
considerar y a poner encima de la mesa, de una forma se-
ria y definitiva, la posibilidad de la celebración de la con-
ferencia de paz.

El señor PRESIDENTE: Grupos que desean tomar la
palabra. (Pausa.)

La señora Maestro tiene la palabra.

La señora MAESTRO MARTIN: Quiero dar las gra-
cias por su comparecencia al señor Secretario de Estado.

El reiterado planteamiento del conflicto en el Sahara
occidental en esta Comisión de Asuntos Exteriores parte
de un grado alto en la forma en la que los diferentes grupos
parlamentarios planteamos el asunto, como he tenido la
oportunidad de escuchar con la valoración que se hace
desde el Ministerio de Asuntos Exteriores.

En el mes de junio, se aprobó por unanimidad, con en-
miendas, una proposición no de ley de Izquierda Unida,
que instaba al Gobierno a adoptar todas las fórmulas que
estuvieran en su mano en aquel momento para evitar la re-
tirada de Minurso y desarrollar caminos que no llevaran a
un enfrentamiento armado.

Evidentemente, el tema es complejo. A mi grupo no se
le escapa que el Gobierno español es sólo uno de los países
interesados en la resolución del conflicto. Sin embargo, no
quiero dejar pasar la oportunidad de reiterar que España,
como ex potencia colonial, no puede renunciar a desarro-
llar todos los instrumentos a su alcance. Hay que evitar un
enfrentamiento armado que, como el señor Secretario de
Estado señalaba, va a ser sin duda desigual, pero que puede

ser el último recurso y el único en su caso al alcance de un
pueblo que, más allá de las diferencias que pueda haber en
el seno de su dirección, ha mantenido con una dignidad
merecedora de todo elogio unas reivindicaciones naciona-
les, de independencia que pueden llegar, en mi opinión, a
que el alargamiento del conflicto plantee como única sa-
lida ese mantenimiento de la dignidad y de las reivindica-
ciones nacionales por la vía de las armas.

Mi grupo parlamentario estima que la posibilidad de
que finalmente se lleve a cabo la retirada de Minurso en
1996, no va a ser más que un empujón o quizás el empujón
definitivo para que este enfrentamiento armado se pro-
duzca.

Desconozco las razones que han llevado a los represen-
tantes del Frente Polisario a negar la existencia de esos
contactos más o menos discretos, más o menos secretos,
que conocíamos que se habían producido entre los repre-
sentantes del Frente Polisario y el Reino de Marruecos. En
cualquier caso, nosotros creemos que ésa es una de las vías
a desarrollar. Hay que propiciar que, desde la fórmula más
adecuada, haya contactos directos, al nivel más benefi-
cioso para las partes, ya impidan, mientras las palabras es-
tén operando, el recurso a otros procedimientos.

La propuesta de conferencia de paz, a la que aludía el
representante de Convergència i Unió, que en lo que yo co-
nozco fue aprobada por unanimidad en la sede del Parla-
mento catalán por una comisión especial destinada al estu-
dio de este tema, podría ser el marco posterior en el cual el
diálogo pudiera desarrollarse una vez que se hubiera pro-
ducido ese contacto directo reconocido y explícito, que al
menos abriera el camino para que esa conferencia de paz
se celebre.

Deseo reiterar, aunque creo que esta petición es bien
acogida en el seno del Ministerio de Asuntos Exteriores, la
enorme responsabilidad del Estado español en la resolu-
ción definitiva del conflicto y en imaginar todos los esce-
narios posibles que impidan ese enfrentamiento armado
que todos nos tememos en breve plazo de no mediar otro
tipo de soluciones.

El señor PRESIDENTE: El señor Yáñez, por el Grupo
Socialista, tiene la palabra.

El señor YAÑEZ-BARNUEVO GARCIA: Voy a in-
tentar ser muy breve porque vamos muy mal de tiempo por
el orden denso del día, pero no quería dejar de tomar la pa-
labra por dos razones: en primer lugar, porque es la pri-
mera comparecencia del Secretario de Estado de Política
Exterior, don Ramón de Miguel, a quien damos la bienve-
nida y deseamos suerte y éxito en su quehacer, y espera-
mos que venga muchas veces a esta Comisión en tantos te-
mas como lo requiramos o él considere que debe informar
a la propia Comisión; en segundo lugar y sobre todo, natu-
ralmente, por el tema que nos trae aquí, porque, aunque
haya sido debatido en muchas ocasiones en esta Comisión
en los últimos años, es de enorme importancia para Es-
paña. También lo es para la comunidad internacional, pero
para nosotros, por razones históricas, de proximidad y de
justicia de la reivindicación, es, repito, un tema de la má-
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xima importancia. Es oportuno que en este caso lo traiga a
colación Convergència i Unió, en otros casos otros grupos,
porque el riesgo fundamental que corre este asunto es el
del cansancio de la comunidad internacional. De la misma
manera que se habla del cansancio de los donantes en
cuanto a cooperación al desarrollo, hay un cansancio de
determinados conflictos que ya no suscitan, desgraciada-
mente, la atención, la preocupación y la dedicación que re-
quieren. Eso lo estamos notando en este tema, y el Go-
bierno de España, por las razones que he dicho antes, debe
estar, como espero que así lo haga, atento, con presencia,
con dinamismo, con iniciativa, generando una política ac-
tiva en esta cuestión. Difícilmente otro país fuera de las
partes lo va a hacer con el interés, la constancia y el dina-
mismo que deben tener la diplomacia española y el Minis-
terio de Asuntos Exteriores en esta cuestión.

Yo no voy a abundar en los argumentos en los que coin-
cido con el representante de Convergència i Unió y con la
representante de Izquierda Unida, que son los que han in-
tervenido antes, porque eso haría muy largo el debate, pero
coincido plenamente también con las palabras del Secreta-
rio de Estado, y por eso no voy a abundar en el tema de
fondo. Es un tema pendiente, que requiere nuestra atención
de manera preferente. Cuesta trabajo pensar que otras
cuestiones se hayan podido encauzar, aunque sean diferen-
tes —no hay dos conflictos idénticos—, con el esfuerzo
combinado de países amigos y de Naciones Unidas, como
por ejemplo en Centroamérica, donde el Grupo de Amigos
del Secretario General y determinadas misiones han tenido
éxito por la constancia, la tenacidad y el buen trabajo de
muchos profesionales de la diplomacia, de varios Gobier-
nos y de las propias Naciones Unidas. Como se ha dicho
ahora, se corre el riesgo de que, si antes de final de no-
viembre no hay un reencauzamiento de la cuestión, puedan
desencadenarse de nuevo las acciones bélicas o el con-
flicto en el Sahara occidental.

Una última palabra que, aunque sea coincidente, su-
brayo. No debemos caer nunca tampoco en la equidistan-
cia o en tratar por igual a los que no se comportan igual. En
este caso, ha habido un comportamiento deliberadamente
dilatorio y de mala voluntad por parte del Reino de Ma-
rruecos, pero no ha ocurrido lo mismo con el Frente Poli-
sario. Se hace el esfuerzo para tratar de llevar al Gobierno
de Marruecos a posiciones más razonables, más negocia-
doras, más de diálogo, que permitan desbloquear esta si-
tuación antes de que de nuevo sea demasiado tarde o estén
ya las armas actuando.

Con esto termino, señor Presidente, agradeciendo de
nuevo la presencia del Secretario de Estado.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario
Popular, tiene la palabra el señor De Cáceres.

El señor DE CACERES BLANCO: Nos alegra mucho
a todos la presencia de  don Ramón de Miguel en esta Co-
misión por dos razones: por ser el representante de nuestro
Ministerio y por haber aportado precisiones importantes
en las que en mi breve intervención de ahora, puesto que
luego hemos de volver sobre el tema en el curso del orden

del día, no me voy a detener. Lo más importante de esta
comparecencia es subrayar y poner luz sobre determinadas
actuaciones recientísimas —y, por lo que veo, en curso
también— de los intentos de España por conectar con to-
das las partes en conflicto, e incluso con terceros, para tra-
tar de poner en vías de solución un tema que corre el riesgo
de quedar en esa especie de limbo de la información que es
el problema principal para muchos temas internacionales,
limbo de información que se produce muchas veces de una
manera voluntaria y que debemos impedir por nuestra ac-
ción diplomática, gubernativa, que es justamente a lo que
se refiere su intervención.

No hace falta subrayar —creo que tenemos todos con-
ciencia de ello— la gran importancia histórica, humana y
geopolítica del problema del Sahara para toda España, co-
menzando por la parte más cercana al conflicto, que son
precisamente las islas Canarias. Por todo ello, es impor-
tante, y me refiero nada más a esta cuestión precisa de su
intervención, dejando para más adelante entrar en la cues-
tión de fondo.

El señor PRESIDENTE: Me pregunto si el señor Se-
cretario de Estado querría puntualizar o comentar breve-
mente alguna de las intervenciones.

El señor SECRETARIO DE ESTADO DE POLI-
TICA EXTERIOR Y DE LA UNION EUROPEA (De
Miguel y Egea): De una manera telegráfica, señor Presi-
dente, porque no quiero abrumar su programa. Yo creo que
hemos tocado prácticamente todos los puntos. Sólo quiero
reafirmar a la señora Maestro nuestro compromiso —que
no solamente es un compromiso de esta Cámara, sino del
Gobierno y, por supuesto, de los funcionarios que servi-
mos a la política del Gobierno— de hacer todos los esfuer-
zos necesarios para lograr un resultado pacífico de este
conflicto. Desde luego le garantizo que con este Gobierno
y con este Ministerio de Asuntos Exteriores, España no va
a renunciar nunca al objetivo de contribuir decisivamente
a lograr un arreglo pacífico que asegure la estabilidad y,
sobre todo, una solución digna para la suerte del pueblo sa-
haraui en el territorio del Sahara.

Señor Yáñez, comparto todo lo que usted dice. Yo co-
nozco su preocupación por ese tema cuando tuvo una alta
responsabilidad en este Ministerio. Nuestra política desde
entonces no ha cambiado. Yo quisiera asegurarle que tene-
mos la misma convicción que tuvo usted y su equipo en la
resolución del problema del referéndum del Sahara y, ade-
más, comparto que las responsabilidades de unos y de
otros no son las mismas. Hay que esperar que un país como
Marruecos tenga un gesto más generoso, puesto que, al fin
y al cabo, tiene más medios y en su mano la clave de re-
solver el conflicto. Yo también participo de que otros con-
flictos se han resuelto. Yo desearía que en el norte de
Africa hubiera esa tradición humanística que existe en
Centroamérica, que ha sido la que ha hecho posible el arre-
glo allí. Por desgracia, estamos juzgando conflictos que se
parecen, pero no con los mismos actores.

Agradezco también al Diputado señor De Cáceres el
voto de confianza que nos da al esfuerzo continuado que
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van a seguir desarrollando el Ministro y todos sus colabo-
radores para hacer todo lo que esté en nuestra mano para
resolver este conflicto. No sabemos cuál va a ser el resul-
tado, pero yo les garantizo que la actuación de España y de
este Ministerio será irreprochable. Si el resultado al que se
llega es afortunado estaremos todos muy contentos, pero si
es desafortunado yo estoy seguro de que no tendrán uste-
des que hacer ningún reproche a todo el esfuerzo que va-
mos a desarrollar para lograr un resultado que sea satisfac-
torio para todas las partes.

El señor PRESIDENTE: Que así sea, señor Secretario
de Estado. Muchísimas gracias por su presencia, que todos
le agradecemos, y con ello le despedimos hasta la próxima
ocasión.

¿Podría convocar un momento a los portavoces de los
grupos, por favor?

Se suspende la sesión.

Se reanuda la sesión.

— DECLARACION INSTITUCIONAL DE LA CO-
MISION EN RELACION CON LOS SANGRIEN-
TOS INCIDENTES EN CISJORDANIA.

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores Diputados,
se reanuda la sesión.

Con la venia de todos los presentes, doy lectura a la de-
claración institucional que, previo acuerdo con todos los
portavoces de los grupos parlamentarios aquí presentes,
hemos podido poner a punto sobre los sangrientos inciden-
tes que están teniendo lugar en este momento en algunos
lugares de Cisjordania y de Israel.

Dice así la declaración institucional: «Ante los graves
incidentes que están teniendo lugar en Cisjordania, que se
han saldado por ahora en más de 30 muertos y centenares
de heridos palestinos como consecuencia de los disparos
del ejército israelí, así como otras víctimas entre los solda-
dos israelíes, esta Comisión de Asuntos Exteriores del
Congreso de los Diputados expresa su honda preocupación
por los hechos citados y su deseo vehemente de que cesen
los actos violentos.

Esta Comisión de Asuntos Exteriores considera que el
proceso de paz entre israelíes y palestinos, iniciado des-
pués de grandes dificultades y esfuerzos en la Conferencia
de Madrid en 1991, se encuentra en grave peligro, que los
citados incidentes han acentuado tras otras actuaciones
que han supuesto reiteradas violaciones de los acuerdos de
Oslo.

Por todo ello, apoya todos los esfuerzos que el Go-
bierno español realice coordinadamente con la Unión
Europea y en el marco de Naciones Unidas, para que
vuelva a imperar el diálogo y la negociación frente a la dia-
léctica de la fuerza y la violencia entre israelíes y palesti-
nos.»

La Comisión de Asuntos Exteriores opina que el clima
así creado supone un grave obstáculo en la realización de

algunos objetivos de la Conferencia euromediterránea de
Barcelona.»

Entiendo que la Comisión de Asuntos Exteriores
aprueba este texto. (El señor Martínez Casañ pide la pa-
labra.)

El señor Martínez Casañ tiene la palabra.

El señor MARTINEZ CASAÑ: Señor Presidente, me
acaba de decir nuestro compañero Alejandro Muñoz-
Alonso que, según las últimas noticias, había ya cuarenta y
tantos muertos. Quizá sería mejor no mencionar el número
y cambiar el texto por «decenas de víctimas o de muertos».

El señor PRESIDENTE: Diría entonces: «... en dece-
nas de muertos y heridos palestinos como consecuencia de
los disparos del ejército israelí, así como otras víctimas en-
tre los soldados  israelíes...». Así queda redactado.

Muchas gracias a todos.

PROPOSICIONES NO DE LEY:

— RELATIVA A LA CONCESION DE LA NACIO-
NALIDAD ESPAÑOLA A LOS EXCOMBATIEN-
TES DE LAS BRIGADAS INTERNACIONALES.
PRESENTADA POR EL GRUPO PARLAMEN-
TARIO FEDERAL DE IZQUIERDA UNIDA-INI-
CIATIVA PER CATALUNYA. (Número de expe-
diente 161/000081.)

El señor PRESIDENTE: Seguimos con el desarrollo
del orden del día, pasando al punto cuarto, que contempla
la consideración de las proposiciones no de ley, siendo la
primera de ellas la proposición no de ley relativa a la con-
cesión de la nacionalidad española a los excombatientes
de las Brigadas Internacionales, presentada por el Grupo
Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata-
lunya.

Para su defensa, tiene la palabra la señora Maestro.

La señora MAESTRO MARTIN: Gracias, señor Pre-
sidente.

Con toda brevedad, porque como SS. SS. pueden ob-
servar, se trata de encontrar la fórmula que permita llevar a
cabo la voluntad política expresada por la unanimidad de
los grupos de la Cámara en relación a la celebración del 60
aniversario de la llegada a España de los voluntarios de la
libertad y poder ofrecer la nacionalidad española a unos
centenares de supervivientes, que llegan a nuestro país el
próximo mes de noviembre.

Yo me congratulo expresamente en esta Comisión de la
actitud de todos los grupos parlamentarios a la hora de
apoyar económica e institucionalmente en las diferentes
comunidades autónomas los actos institucionales que en
muchas de ellas —yo me atrevería a decir que casi en su
totalidad— se van a llevar a cabo en este otoño. Yo tam-
bién insto a la generosidad de los gobiernos y de los parla-
mentos autónomos para que puedan permitir llevar a cabo
un homenaje costoso, ambicioso y que está promovido por
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una coordinadora formada por personas que no tienen nin-
guna financiación propia a priori.

Seguramente muchas de SS. SS. han recibido, como yo,
cartas de agradecimiento de ex brigadistas de diferentes
países del mundo manifestando su alegría y su agradeci-
miento a este Congreso de los Diputados por esa voluntad
política de reconocer la nacionalidad española, pero expre-
sando asimismo las graves dificultades que la inmensa ma-
yoría tiene para poder hacer efectivo su derecho a la nacio-
nalidad española.

Como saben SS. SS., nuestro Código Civil exige que,
excepto en aquellos países con los que existe acuerdo de
doble nacionalidad, el acceso a la nacionalidad española su-
ponga la renuncia previa a su nacionalidad de origen. Creo
que quedaba implícito en el desarrollo de los debates y del
propio acuerdo. No se trata de que las personas que accedan
por este motivo a la nacionalidad española tengan sus dere-
chos completos (ciudadanos, económicos o sociales), sino
que se trata de un acto fundamentalmente honorífico, de re-
conocimiento de la memoria histórica y de la contribución
de estas personas a la defensa de la legalidad democrática
de un Gobierno, que era el legítimo en el Estado español y
que, por tanto, no es patrimonio de ninguna fuerza política
sino del conjunto de los ciudadanos españoles.

Por todo ello, y teniendo en cuenta que hay otras inicia-
tivas en marcha que plantean la modificación de nuestro
Código Civil mediante la introducción de una medida es-
pecífica, ad honorem, de reconocimiento de la nacionali-
dad exclusivamente a este grupo de personas, hecho que
tuvo algún precedente histórico al principio de este siglo
en relación con ciudadanos turcos, con motivo de conce-
derles protección —es un precedente jurídico, aunque, evi-
dentemente, las condiciones no son las mismas—, lo que
mi grupo parlamentario pretendía en esta Comisión de
Asuntos Exteriores es que por parte del Gobierno se toma-
ran las medidas necesarias e, insisto, con la agilidad nece-
saria para que esos acuerdos específicos de doble naciona-
lidad, y en lo que se refiere a este colectivo, pudieran fi-
nalmente no impedir algo que está por encima de los trá-
mites burocráticos, que es la voluntad política de esta Cá-
mara de hacer un reconocimiento de estas características.
Se trata de no impedir que, en fecha próxima, eso pueda
producirse con toda la solemnidad y concreción necesaria
para que no sólo sea un papel mojado de una declaración
del Congreso de los Diputados.

Espero que esto, que no tiene otra pretensión que llevar
a cabo algo que ya expresamos todos con suficiente clari-
dad y con una unanimidad que a mi grupo parlamentario le
congratula especialmente, pueda contar con el voto de
SS. SS.

El señor PRESIDENTE: A esta proposición no de ley
no hay presentada ninguna enmienda. ¿Algún grupo parla-
mentario quiere intervenir al respecto?

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Gar-
cía-Santesmases.

El señor GARCIA-SANTESMASES MARTIN-TE-
SORERO: Como ya le comuniqué anteriormente a la por-

tavoz del Grupo Parlamentario de Izquierda Unida, noso-
tros creemos que podría haber otra redacción, por lo que
formulo en este momento una enmienda in voce, respe-
tando el hecho de que hay que encontrar ese marco legal
con arreglo al Código Civil. Si a la señora Maestro le pa-
rece bien, la formulación podría ser semejante a ésta: Ins-
tar al Gobierno para que los servicios consulares y la Di-
rección de Registros y Notariado facilitaran la realización
y agilización de los trámites oportunos para que pudieran
acceder a la nacionalidad española por carta de naturaleza
los integrantes de las Brigadas Internacionales, recono-
ciendo las circunstancias excepcionales que en esta oca-
sión concurren para su adquisición.

Puedo pasar el texto a la señora Maestro, para ver si le
parece bien, porque hay coincidencia en los temas y en el
procedimiento.

El señor PRESIDENTE: Quiero hacer ver, tanto al
grupo proponente como al grupo enmendante que, por lo
que veo, los ámbitos son relativamente diferentes, de ma-
nera que yo agradecería una respuesta rápida por parte del
grupo proponente para saber si esa propuesta del Grupo
Socialista que realiza el señor García-Santesmases es agra-
dable al grupo proponente.

Tiene la palabra la señora Maestro.

La señora MAESTRO MARTIN: Tiene razón, señor
Presidente. No es exactamente una matización de redac-
ción. Yo creo que la voluntad es la misma, pero una cosa es
la agilización de los trámites con aquellos países con los
que hay acuerdo de doble nacionalidad, para lo cual no hay
otro problema que la gestión directa del trámite de la soli-
citud por parte de las personas afectadas, y otra cosa es ini-
ciar acuerdos de doble nacionalidad con los países en los
que, de no mediar esto o, en su caso, añadiendo la modifi-
cación del Código Civil, es imposible.

Creo que no hay dificultades para entendernos en
cuanto a la voluntad que expresamos, pero son cosas dife-
rentes: una cosa es la agilización de los trámites posibles y
otra establecer modificaciones para aquellos países en los
que, con la formulación actual de nuestro Código Civil, es
imposible acceder a la nacionalidad. En este último caso
no podría aceptar lo que propone.

El señor PRESIDENTE: Nos atenemos, pues, a la pro-
puesta original, tal como ha sido formulada.

La señora MAESTRO MARTIN: En su caso, podría
aceptarla como enmienda de adición.

El señor PRESIDENTE: Violentando un tanto las nor-
mas reglamentarias de esta Comisión, señora Maestro,
porque entiendo que esa propuesta no ha sido distribuida al
resto de los grupos, es decir, que no cuentan con ella y es
de una cierta complejidad técnica, de manera que sería sa-
ludable que hubieran podido contar con su previo conoci-
miento.

En estas condiciones, sin entrar en el fondo de la cues-
tión y aunque podemos seguir varios procedimientos, creo
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que el procedimiento lógico sería que sometiéramos a vo-
tación la propuesta tal como ha sido hecha por la señora
Maestro, con independencia de que, en otros momentos
procesales, pudiéramos considerar como perfecciona-
miento a la misma la que nos ha leído el señor García-San-
tesmases.

¿Alguna intervención más por parte de los grupos par-
lamentarios?

Tiene la palabra el señor Recoder.

El señor RECODER I MIRALLES: Voy a ser muy
breve. Nosotros, estando de acuerdo con el fondo de lo que
persigue la señora Maestro y el Grupo Parlamentario de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya en su proposición
no de ley —de hecho, votamos favorablemente la proposi-
ción no de ley de la que ésta trae causa—, entendemos que
lo que ella nos propone en su texto es, si quieren, volunta-
rioso y lleno de buenas intenciones, pero que en la práctica
difícilmente va a poder resolver el problema que preocupa
al Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per
Catalunya por cuanto la actuación y las gestiones diplomá-
ticas que nos insta a solicitar del Gobierno son procedi-
mientos largos, que no se van a lograr en meses ni quizá en
algunos años, y que afectan a un colectivo que, lamenta-
blemente, por razones de edad, cada vez es menos nume-
roso.

Por ello, entendemos que la propuesta más pragmática
y posibilista es la que planteaba el señor García-Santesma-
ses en nombre del Grupo Parlamentario Socialista, que no-
sotros suscribiríamos encantados.

El señor PRESIDENTE: ¿Algún Diputado desea to-
mar la palabra en nombre de algún otro grupo parlamenta-
rio?

Tiene la palabra el señor Bueso Zaera.

El señor BUESO ZAERA: El nombre del Grupo Po-
pular, quiero manifestar que, aunque la proposición no de
ley tiene la mejor voluntad para intentar solucionar el pro-
blema de algunos brigadistas, no podemos aceptarla por
las siguientes consideraciones.

De aceptarse la proposición no de ley, el Gobierno se
vería obligado a intentar negociar convenios de doble na-
cionalidad con carácter especial, concreto y excepcional
para que los brigadistas afectados pudieran beneficiarse de
la nacionalidad honorífica española sin perder la suya de
origen.

Los convenios de doble nacionalidad o de cualquier
otro tipo se negocian para servir a unos intereses generales,
pero no para permitir que un número muy limitado de per-
sonas, por muy meritorias que sean sus circunstancias,
puedan gozar con carácter especial, concreto y excepcio-
nal de unos beneficios que suponen una quiebra de los
principios reguladores del Código Civil en materia de ad-
quisición de nacionalidad y, por más que el Gobierno es-
pañol lo intentase, muchos de los países a los que podría
afectar la proposición no de ley, tales como Méjico, Vene-
zuela, Estados Unidos, Suiza, Rusia, Alemania, etcétera,
se negarían en principio a la negociación misma de un con-

venio de doble nacionalidad, ya que no aceptarían que sus
ciudadanos pudieran ostentar otra nacionalidad que la pro-
pia de manera simultánea o latente. Ya se intentó en el pa-
sado y en otras circunstancias, como, por ejemplo, con Ve-
nezuela y Méjico, sin éxito alguno.

Por otro lado, tengo que decir que no tiene ningún sen-
tido acudir a un instrumento tan complicado como la vía
convencional, que, además, exige una larga gestión admi-
nistrativa y parlamentaria; fácilmente cinco años para lo-
grar unos resultados que pueden obtenerse por otra vía.

Quiero decir también que el ofrecimiento contenido en
el Real Decreto 39/1966, de 19 de enero, que faculta a los
miembros de las antiguas Brigadas Internacionales para
optar por la nacionalidad española si así lo desean, supone
el grado máximo de generosidad a que se puede llegar en
este tipo de normas, ya que los requisitos para la adquisi-
ción de la nacionalidad española están regulados en el Có-
digo Civil y no es posible la modificación de dicho Código
para este caso concreto.

Por otra parte, en lo que se refiere a los países de los que
son nacionales las personas que eventualmente pudiesen
acogerse a la posibilidad que les concede la normativa que
nos ocupa, tampoco es posible convencerles para que se
avengan a una negociación de estas características, pues la
filosofía que inspira sus legislaciones es contraria a que
sus nacionales puedan tener además otra nacionalidad,
como es el caso de Suiza o de Venezuela, por citar dos de
los países donde hay miembros de dichas brigadas.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra la señora
Maestro.

La señora MAESTRO MARTIN: Señor Presidente,
después de haber oído las razones de los grupos que han
intervenido, y en aras, sobre todo, de conseguir un acuerdo
en un tema que me parece de una gran importancia simbó-
lica, para que no pueda romperse la unanimidad que hemos
iniciado en este tema, y reconociendo, además, que la sus-
tancia de los argumentos es cierta, es decir, que hay difi-
cultad en ver cúal es la fórmula —y es verdad que los trá-
mites pueden ser largos y pueden ser también una cortina
de humo que haga imposible resolver el problema en el
momento adecuado—, si los grupos que han expresado su
oposición estuvieran de acuerdo en que se aceptara como
sustitución la enmienda del Grupo Socialista que marca el
techo normativo en el Real Decreto 39/1996, que simple-
mente insta a la agilización de los trámites por parte de los
servicios consulares y de la Dirección General de Regis-
tros y del Notariado, en ese caso, y sobre todo con el obje-
tivo, repito, de mantener la unanimidad de la Cámara,
aceptaría la enmienda como sustitución.

El señor PRESIDENTE: Me produce alguna duda pro-
cesal lo que usted propone, señora Maestro, porque si si-
guiéramos este procedimiento de cara al futuro podría ha-
ber graves perjuicios para el funcionamiento de la Cámara.
Como antes he dicho, la propuesta que nos ha leído el se-
ñor García-Santesmases va bastante más allá, o bastante
más acá, según se mire, de su propia propuesta, y me preo-
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cupa que ni la Mesa ni el resto de los grupos contemos con
dicha propuesta por escrito.

Sugeriría una propuesta alternativa, señora Maestro, a
no ser que los grupos tengan alguna propuesta alternativa
que hacer, y es que en este momento usted retire la pro-
puesta inicial, la reformule de acuerdo con la que en su
momento hizo el señor García-Santesmases y que indivi-
dual, o conjuntamente, haga una nueva proposición no de
ley que pudiéramos considerar en buena forma. Creo que
eso sería bastante más satisfactorio para la regularidad del
trabajo y no produciríamos anomalías procesales que a mí
me preocuparían.

¿Le parece adecuada esta propuesta?

La señora MAESTRO MARTIN: De acuerdo.

El señor GARCIA-SANTESMASES MARTIN-TE-
SORERO: De acuerdo.

El señor PRESIDENTE: En ese caso, insto a los dos
grupos a que se pongan de acuerdo para que en una pró-
xima ocasión podamos considerar una propuesta en las lí-
neas descritas.

¿Entiendo que damos por retirada la propuesta en esos
términos, señora Maestro? (Asentimiento.)

Tiene la palabra el señor Martínez Casañ.

El señor MARTINEZ CASAÑ: El Grupo Popular
agradece la colaboración de la señora Maestro, que creo
que permitirá estudiar el tema con mayor detenimiento.

El señor PRESIDENTE: Estoy convencido de que con
este sistema en un breve plazo de tiempo alcanzaremos
una solución razonable para todos.

— EN RELACION CON LA SENTENCIA RE-
CAIDA EN EL PROCESO SEGUIDO EN SAN-
TIAGO DE CHILE POR EL HOMICIDIO DE
DON CARMELO SORIA Y ESPINOSA, CIUDA-
DANO ESPAÑOL FUNCIONARIO INTERNA-
CIONAL DE LA ORGANIZACION DE LAS NA-
CIONES UNIDAS (ONU). PRESENTADA POR
EL GRUPO PARLAMENTARIO FEDERAL DE
IZQUIERDA UNIDA-INICIATIVA PER CATA-
LUNYA. (Número de expediente 161/000111.)

El señor PRESIDENTE: Punto número 5, proposición
no de ley en relación con la sentencia recaída en el proceso
seguido en Santiago de Chile por el homicidio de don Car-
melo Soria y Espinosa, ciudadano español funcionario in-
ternacional de la Organización de las Naciones Unidas,
presentada por el Grupo Parlamentario Federal de Iz-
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya.

Tiene la palabra la señora Maestro.

La señora MAESTRO MARTIN: Este es un tema rei-
terativo, ya histórico, tanto en declaraciones instituciona-
les como en propuestas ante esta Comisión de Asuntos Ex-

teriores, que afortunadamente han contado también con la
unanimidad de todos los grupos parlamentarios. En con-
creto, si ustedes recuerdan, el 5 de abril de 1995 el Con-
greso de los Diputados instaba al Gobierno a trasladar al
Gobierno de Chile la preocupación del Congreso por el
tortuoso proceso que estaba siguiendo el caso por el asesi-
nato de don Carmelo Soria y Espinosa, ciudadano español
y funcionario de Naciones Unidas, y reiteraba su profundo
interés por el definitivo esclarecimiento del mismo y el co-
rrespondiente castigo a los culpables.

Desgraciadamente, este tortuoso proceso ha finalizado
ya en lo que se refiere a los trámites posibles a utilizar por
la acusación particular, por la familia en este caso, para
que el asesinato de don Carmelo Soria fuera definitiva-
mente esclarecido y se produjera el oportuno castigo de los
culpables, tal y como deseaba unánimemente este Con-
greso de los Diputados. A finales del mes de agosto tuvo
lugar la sentencia definitiva que cierra todas las vías de
apelación y que aplica la Ley de Amnistía de 1978 al caso
del asesinato de Carmelo Soria. La aplicación de la Ley de
Amnistía se ha producido desoyendo todas las manifesta-
ciones, todas las declaraciones del Secretariado de Nacio-
nes Unidas reiterando el carácter de funcionario interna-
cional de don Carmelo Soria y Espinosa y no estimándolas
en el momento de dictar sentencia sobre el caso.

En este caso, por tanto, no cabe más, y creo que es opor-
tuno hacerlo —hubiera podido ser otra propuesta de decla-
ración institucional más y yo no tendría inconveniente en
ello si ésa fuese la fórmula que esta Comisión de Asuntos
Exteriores estimara más oportuna—, que la manifestación
del disgusto, de la preocupación por la aplicación definiti-
vamente de la Ley de Amnistía que cierra —aunque en
falso, desgraciadamente en el ámbito de la aplicación de la
justicia chilena— definitivamente el caso.

En este caso quiero reiterar el segundo punto de la pro-
posición no de ley que no tiene sentido en este momento,
porque entiendo que la embajada española en Chile no
tiene ya muchas funciones que realizar en una caso cerrado
para la justicia chilena. Otra posibilidad sería la impugna-
ción, preceptiva, en el seno de Naciones Unidas de la co-
municación del Estado chileno relativa a la sentencia de la
Corte Suprema, en virtud de la cual se aplica la Ley de
Amnistía de 1978, y que abrirá la posibilidad de que el pro-
pio Secretario General de Naciones Unidas instara a tribu-
nales internacionales a manifestarse sobre un caso que
afecta a un funcionario internacional, impugnando una de-
cisión en este caso no ya de la Corte Suprema, sino asu-
mida por el Estado chileno, que ha ignorado convenios ta-
les como el convenio sobre la prevención y castigo de los
delitos cometidos contra personal internacionalmente pro-
tegido suscrito por el Estado chileno y, por tanto, en vigor
en este momento.

No obstante, en contra de lo que suele ser habitual, esta
comunicación, que suele ser prácticamente inmediata por
parte del Estado chileno al Secretario General de Naciones
Unidas, no se ha producido hasta este momento. Lógica-
mente mi Grupo Parlamentario, en el momento en que esa
comunicación se produzca, presentará una proposición en
ese sentido, apoyando la actitud del Gobierno español im-
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pugnando en el seno de Naciones Unidas este comunicado
del Gobierno chileno y que, por tanto, apoye, en su caso, la
capacidad de actuación del Secretario General de Naciones
Unidas en defensa de un funcionario internacional que,
además, es compatriota nuestro.

Quiero aprovechar esta intervención, finalmente, para
desmentir informaciones de prensa que se han producido
en estos últimos días, que hablaban de la llegada a un
acuerdo económico entre la familia y el Estado chileno que
anulara la posibilidad de llegar a instancias de justicia in-
ternacionales. Entiendo que no es un tema económico, ni
creo que la materia sobre la cual tratamos pueda solven-
tarse con garantías económicas para la familia. En cual-
quier caso, comunicaciones directas de los propios fami-
liares han desmentido que este acuerdo se haya producido
y que en el futuro pueda producirse.

Sus señorías saben que los casos de Orlando Letelier y
de Carmelo Soria son los únicos casos que pueden escapar
de la aplicación de la Ley de Amnistía y, por tanto, satisfa-
cer el castigo, aunque fuera nada más que formal, a los cul-
pables de los miles de asesinatos y desaparecidos produci-
dos en el transcurso de la dictadura chilena.

Resumiendo, señor Presidente, el único punto que se
sometería a votación sería el primero y dejo abierta la po-
sibilidad, si otros grupos parlamentarios lo estiman opor-
tuno, de que la proposición de ley pudiera tomar la forma
de declaración institucional.

El señor PRESIDENTE: Antes le he pedido que reti-
rase una proposición. Ahora le pediría que no la retire por-
que la verdad es que el segundo punto seguirá teniendo
sentido. Pase lo que pase y sean cuales sean los procedi-
mientos que se sigan, es evidente que vamos a tener que re-
currir a la Embajada de España en Chile. Aparte de otras
consideraciones que en su momento puedan hacerse. De
manera que yo le pediría que no la retirara y veremos lo
que pasa.

¿Grupos parlamentarios que desean tomar la palabra?
(Pausa.)

Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència y
Unió), tiene la palabra el señor Burballa.

El señor BURBALLA I CAMPABADAL: Señor Pre-
sidente, nuestro grupo entiende que deberíamos hacer un
esfuerzo en aras a ese consenso que el grupo proponente
pedía. En esta situación y en este momento, por todos los
antecedente que tiene la cuestión y que afectan al ciuda-
dano de nacionalidad española don Carmelo Soria, habría
que buscar esa fórmula de consenso para restituir en justi-
cia las consecuencias de los hechos delictivos acaecidos.
Por tanto, nuestro grupo se manifiesta de acuerdo con los
términos de esta proposición no de ley.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario
Socialista, tiene la palabra el señor Yánez.

El señor YAÑEZ-BARNUEVO GARCIA: Intervengo
para sumarme a lo manifestado por los intervinientes ante-
riores, en el sentido de que el asesinato del ciudadano es-

pañol y funcionario internacional de Naciones Unidas es
uno de los crímenes horribles de la dictadura de Pinochet,
y para mayor inri con conocimiento de quiénes fueron los
autores, que siguen ocupando altos cargos en el ejército
chileno.

Una medida burocrática-pseudojurídica, como es que
el tribunal desestimara que era funcionario internacional
después de que el Cepal, el organismo de Naciones Unidas
en Chile donde trabajaba, certificara que sí lo era, es lo que
ha permitido que los culpables sigan acogiéndose a la Ley
de Amnistía. De tal manera que debemos hacer todo  lo po-
sible para conseguir su condena política, si no es posible
jurídica, así como la reparación moral y la reivindicación
de la persona de Carmelo Soria. Y también la reparación
moral y económica de la familia, no porque lo económico
sea lo más importante, sino porque a veces —hay muchos
antecedentes— no se encuentran otras fórmulas. Natural-
mente, si la familia no desea eso, no habrá lugar.

Quería hacer hincapié, señor Presidente, puesto que no-
sotros no estamos en el Gobierno ahora, en que habría que
evitar en este tema una confrontación entre dos gobiernos
que no tiene responsabilidades en los hechos que estamos
analizando; ni el Gobierno chileno democrático de hoy ni,
por supuesto, el Gobierno español. Llevar eso a una ins-
tancia que pueda producir un conflicto diplomático entre
ambos gobiernos sería un poco absurdo, sería la reducción
a una situación kafkiana. Se trata de no desviar la atención
sobre quiénes fueron los culpables y buscar las fórmulas
que permitan esa reivindicación del nombre de Carmelo
Soria, así como una satisfacción a la familia. ¿Cuál es esa
fórmula? La que pueda encontrarse entre el Gobierno de
España y el Gobierno de Chile con acuerdo de la familia.
Más allá no podemos llegar.

Dicho eso, votaremos a favor de la proposición no de
ley.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario
Popular, tiene la palabra el señor Muñoz-Alonso.

El señor MUÑOZ-ALONSO Y LEDO: Quiero expre-
sar ante todo mi total coincidencia con los términos de la
proposición y con las consideraciones que la señora Maes-
tro y los otros intervinientes han aportado, en línea con lo
que hemos hecho siempre en esta Comisión cuando hemos
abordado ya en varias ocasiones el caso Soria.

También estoy dispuesto a que lleguemos, si así se es-
tima, a una declaración institucional. Creo que sería la se-
gunda en menos de tres meses. Además, quiero insistir en
que a mí me parece que tiene tanto peso y tanta importan-
cia como iniciativa parlamentaria una proposición no de
ley como la que creo que vamos a aprobar por unanimidad.

Como digo, estoy muy de acuerdo con los términos. Por
eso tampoco creo que sea oportuno retirar nada, aunque
hayan pasado cosas desde la redacción de esta proposi-
ción. Por ejemplo, me parece muy oportuna en la exposi-
ción de motivos la referencia que se hace a la doctrina.
Porque se puede considerar que es auténticamente una
doctrina, digna de ser tenida en cuenta, la de los seis ilus-
tres juristas españoles a que ahí se alude. Quiero también
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subrayar, por ejemplo, el hecho de que uno de esos juristas,
el señor Tomás y Valiente, fue también víctima de un aten-
tado terrorista. Aportan ideas tan importantes como que no
cabe la amnistía cuando se trata de delitos que suponen
violación de los derechos humanos o delitos contra la hu-
manidad, lo que representa al mismo tiempo un desconoci-
miento por parte del Estado chileno —no insisto ahora en
su Gobierno— de textos internacionales que ese país ha
asumido como propios, y en su Constitución así se esta-
blece. Me parece muy oportuna en la doctrina de esos ju-
ristas españoles su referencia a la conciencia universal. Es
algo muy importante porque clama a esa conciencia uni-
versal el que ese tipo de delitos puedan quedar impunes, si
no se remedia.

Creo que debemos insistir en la condición de funcio-
nario internacional del señor Soria, lo que hace inaplica-
ble la amnistía, y la última sentencia o resolución de la
Corte Suprema chilena lo desconoce claramente. Qui-
siera señalar que yo retomaría la doctrina que aquí esta-
blecimos en la declaración institucional del 20 de junio
—hace, por tanto, muy poco—, en la que todavía tenía-
mos la esperanza de que un recurso presentado por el
abogado de la familia Soria fuera atendido por la Corte
Suprema. Desgraciadamente eso ha perdido su sentido el
día 23 de agosto, cuando esa Corte Suprema cierra defi-
nitivamente el caso y lo lleva a la situación en que ahora
estamos insistiendo en esa increíble negativa a reconocer
el estatus diplomático del señor Soria en contra de varios
tratados firmados por Chile y muy en concreto de un con-
venio Chile-Cepal, donde eso figuraba de una manera
diáfana.

Desearía señalar que el Gobierno español, al día si-
guiente de ese auto último de la Corte Suprema chilena, es
decir, el 24 de agosto, emitió un comunicado, a través de la
Oficina de Información Diplomática, que si me lo permi-
ten voy a leer porque es breve y muy importante. Dice lo
siguiente: La Corte Suprema de Chile ha dictado sentencia
ayer sobreseyendo definitivamente la causa que seguía en
el proceso por el asesinato en julio de 1976 en Santiago de
Chile del ciudadano español, funcionario internacional de
la Organización de Naciones Unidas, don Carmelo Soria
Espinosa.

En esta circunstancia, el Gobierno español desea hacer
pública la siguiente declaración: 1. Manifestar su profunda
decepción por una decisión judicial que determina la im-
punidad para los autores identificados en el proceso, coro-
nel retirado Guillermo Salinas Torres y sargento retirado
José Ríos Sanmartín, del asesinato del ciudadano español
don Carmelo Soria Espinosa. 2. Reconocer la contribución
del Gobierno de Chile para reactivar este caso ante los tri-
bunales. 3. Subrayar la disposición del Gobierno español,
respaldada por las reiteradas manifestaciones del Parla-
mento, en promover la justa reparación de este crimen,
acompañando a la familia de don Carmelo Soria en las ins-
tancias y gestiones que procedan.

Dicho esto quiero también insistir en que nosotros esta-
mos dispuestos a estudiar cualquier otra iniciativa que se
pueda llevar a cabo en cualquier ámbito, incluido el de Na-
ciones Unidas, aunque entiendo que tiene mucha razón el

señor Yáñez cuando dice que no habría que buscar una
confrontación inadecuada e inútil entre España y Chile.
Quiero señalar que el Gobierno chileno en varias ocasio-
nes ha mostrado su buena disposición.

En el texto de la proposición no de ley que presenta Iz-
quierda Unida se señala que recientemente todos los parti-
dos políticos que forman parte del Gobierno de Chile se
han manifestado en contra de la aplicación de la Ley de
Amnistía en el proceso Soria, y en el mismo sentido se ha
pronunciado el Ministro de Asuntos Exteriores de Chile,
don Miguel Insulza, en su reciente visita a España. Es de-
cir, que tampoco se puede culpar al Gobierno de Chile, un
gobierno democrático, de no haber hecho lo que ha enten-
dido que estaba a su alcance.

Yo, reflexionando un poco en voz alta, me pregunto si
no estamos ante un caso que muestra de una manera muy
clara la necesidad de plantearse la intervención de un tri-
bunal penal internacional, y quiero recordar que en el in-
forme sobre reforma de las Naciones Unidas, que aproba-
mos por unanimidad en esta Cámara no hace todavía un
año, había un párrafo largo donde todos los grupos parla-
mentarios de esta Cámara decíamos que sería muy desea-
ble un tribunal penal internacional al estilo del creado es-
pecíficamente para los crímenes cometidos en la antigua
Yugoslavia y que tuviera una competencia mucho más am-
plia. Es decir, casos como éste demuestran que, evidente-
mente, eso es una gran necesidad.

Insisto, y termino, apoyamos esta proposición no de ley
y estamos dispuestos a estudiar y a apoyar igualmente
cualquier iniciativa para remediar esta situación.

El señor PRESIDENTE: Entiendo, naturalmente, que
el Grupo Popular reitera la enmienda que inicialmente ha-
bía presentado.

El señor MUÑOZ-ALONSO Y LEDO: Sí, señor Pre-
sidente. No lo he dicho, pero ya había hablado con el grupo
proponente. Había una enmienda presentada por el Grupo
Popular, que nosotros retiramos, que había sido redactada
en un momento anterior a ese último hecho del 23 de
agosto y que la deja sin sentido. Por lo tanto, la retiramos
en este acto.

El señor PRESIDENTE: Señores comisionados, tene-
mos dos alternativas: una, votar la proposición no de ley
presentada por el Grupo Parlamentario de Izquierda
Unida-Iniciativa per Catalunya, y entiendo que lo haría-
mos por unanimidad; dos, siguiendo la iniciativa de la se-
ñora Maestro, reconvertir esta proposición no de ley en
una declaración institucional. No sería la primera que ha-
cemos sobre el caso Soria. Eso únicamente requeriría el
acuerdo de todos los comisionados.

¿Cuenta la Presidencia con el acuerdo de toda la Comi-
sión para convertir esta proposición no de ley en una de-
claración institucional de la Comisión en los términos en
que está presentada? (Asentimiento.) No veo ninguna ob-
jeción al respecto; de manera que entiendo que este texto al
que inmediatamente daré lectura es declaración institucio-
nal de la Comisión de Asuntos Exteriores.
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El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a ex-
presar al Gobierno de Chile la consternación del Congreso
de los Diputados por la reciente sentencia del juez instruc-
tor de la Corte Suprema mediante la cual se decide la apli-
cación del Decreto-ley 1921 de 1978 que amnistía definiti-
vamente a los acusados del homicidio del ciudadano espa-
ñol y funcionario internacional de la ONU don Carmelo
Soria y Espinosa.

Dos. Seguir apoyando con todos los medios a su al-
cance las actuaciones de la embajada española en Chile, en
coordinación con la familia de don Carmelo Soria y Espi-
nosa, para lograr la plena consecución de la justicia en este
proceso que afecta a un ciudadano español.

Este es el texto de la declaración institucional.

— RELATIVA A ENSAYOS NUCLEARES EN
CHINA. PRESENTADA POR EL GRUPO SO-
CIALISTA DEL CONGRESO. (Número de expe-
diente 161/000132.)

El señor PRESIDENTE: Pasamos al punto número
seis. Proposición no de ley relativa a ensayos nucleares en
China, presentada por el Grupo Parlamentario Socialista
del Congreso.

El señor Yáñez tiene la palabra.

El señor YAÑEZ-BARNUEVO GARCIA: La retira-
mos, señor Presidente, porque el mismo tema se ha deba-
tido en Pleno y ha sido aprobado también, creo recordar,
por unanimidad de la Cámara, con el mismo tenor que esta
proposición.

— RELATIVA A MEDIDAS PARA PROPICIAR LA
PAZ EN EL SAHARA OCCIDENTAL Y LA CE-
LEBRACION DE UN REFERENDUM SOBRE SU
AUTODETERMINACION. PRESENTADA POR
EL GRUPO PARLAMENTARIO FEDERAL DE
IZQUIERDA UNIDA-INICIATIVA PER CATA-
LUNYA. (Número de expediente 161/000140.)

El señor PRESIDENTE: Punto número siete. Proposi-
ción no de ley relativa a medidas para propiciar la paz en el
Sahara occidental y la celebración de un referéndum sobre
su autodeterminación, presentada por el Grupo Parlamen-
tario Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya.

Le rogaría, señora Maestro, que tuviera en cuenta la in-
tervención previa del Secretario de Estado, porque segura-
mente nos ahorraría alguna de las consideraciones de S. S.

La señora MAESTRO MARTIN: Señor Presidente,
evidentemente, la coincidencia con la comparecencia del
señor Secretario de Estado celebrada pocos minutos antes,
en la cual todos los grupos hemos tenido ocasión de mani-
festar nuestras valoraciones, de escuchar las del Gobierno
y de apreciar la coincidencia en los términos, me exime de
hacer una mención más detallada a la exposición de moti-
vos. Por lo tanto, simplemente, quiero recordar que lo que

se pretende es que este Congreso de los Diputados inste al
Gobierno a manifestar ante el Consejo de Seguridad de
Naciones Unidas la inquietud del Gobierno de España por
la marcha de la aplicación del Plan de Paz y expresar la
preocupación ante los indicios, desgraciadamente cada día
más patentes, de que pudiera producirse un regreso a la
hostilidad bélica.

Tal como expresaba en la comparecencia, parece opor-
tuno, al menos a mi grupo parlamentario, y al margen de
los contactos que se hubieran producido, que se propicie la
apertura de una vía de diálogo directa entre el Frente Poli-
sario y el Gobierno de Marruecos, tal y como recomienda
la resolución 1.042, de 31 de enero de este año, del Con-
sejo de Seguridad de Naciones Unidas.

Finalmente, desearíamos que se adoptaran las medidas
oportunas para promover una conferencia de paz con la
presencia de todas las partes implicadas en el conflicto, en
el espíritu que ya indicaba, de esa resolución, a juicio de
nuestro grupo parlamentario absolutamente pertinente,
aprobada por unanimidad en el seno del Parlamento cata-
lán.

El señor PRESIDENTE: Se han presentado enmiendas
a la proposición no de ley. ¿Grupos que deseen intervenir?
(Pausa.)

El señor Recoder tiene la palabra.

El señor RECODER I MIRALLES: Señor Presi-
dente, intervendré muy brevemente para no reiterar un de-
bate que hemos mantenido largamente durante esta sesión.

Nuestro grupo parlamentario, coherentemente con lo
que hemos manifestado en el debate sobre el Sahara, no
puede valorar el texto de la proposición no de ley de otra
forma que positivamente, ya que en sus tres primeros pun-
tos ya viene a reiterar, de hecho, lo que ya manifestó esta
Cámara en Pleno el 4 de diciembre de 1995 en una moción
consecuencia de una interpelación que aprobamos, si no re-
cuerdo mal, del señor Albistur, donde se incluyeron en-
miendas de diversos grupos parlamentarios. Quizá el único
punto sobre el que tenga alguna duda, y la tengo después de
la intervención del señor Secretario de Estado, es en el úl-
timo, en el que se propone la promoción por parte del Go-
bierno de una conferencia de paz con la presencia de todas
las partes implicadas en el conflicto. Mis dudas aparecen,
señora Maestro, después de escuchar las explicaciones del
Secretario de Estado en relación a las conversaciones que
han tenido lugar en Ginebra entre unas delegaciones de al-
tísimo nivel del Frente Polisario y del Reino alauita. Creo
que deberíamos condicionar la celebración de la conferen-
cia a que no haya un acuerdo posible entre las partes.

Es por ello que yo le sugeriría, y no sé, señor Presi-
dente, si reglamentariamente es posible, que el último
punto pudiéramos reformularlo en el sentido de considerar
la convocatoria de la conferencia de paz con la presencia
de todas las partes implicadas en el conflicto, en caso de
que no sea posible el acuerdo.

El señor PRESIDENTE: Señor Recoder, inmediata-
mente consideraremos su propuesta.
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Tiene la palabra el señor Yáñez, en nombre del Grupo
Socialista.

El señor YAÑEZ-BARNUEVO GARCIA: Señor Pre-
sidente, sólo intervengo para decir que apoyamos la pro-
posición no de ley de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata-
lunya.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Popular, tiene
la palabra el señor De Cáceres.

El señor DE CACERES BLANCO: Ante todo quiero
subrayar la evidente identidad de opiniones de los grupos
sobre el fondo de la cuestión, como se ha puesto antes de
manifiesto durante la comparecencia del señor Secretario
de Estado.

La importancia que nuestro grupo atribuye al problema
del Sahara deriva de distintos aspectos, ante todo del as-
pecto humano, que se subroga de alguna manera en la vin-
culación histórica de España con un aspecto humano no
frecuentemente recordado, que es también el de algunas
familias españolas, no solamente militares, que resultaron
afectadas directamente en los orígenes del conflicto; por la
vinculación geopolítica general de España y concreta-
mente de Canarias, dada la cercanía geográfica del archi-
piélago a la costa africana que, paradójicamente, se puede
entender también desde un punto de vista geopolítico
como la frontera extrema, la frontera meridional de Eu-
ropa; por el banco de pesca sahariano; por la cercanía de
los importantes yacimientos a cielo abierto de fosfatos; por
la implicación humana de todo el proceso sahariano, histo-
ria que se remonta, por lo menos, desde hace casi 21 años
y por la implicación del proceso también en la evolución
política de Marruecos y sus inmediatas repercusiones en
España y en la cuenca mediterránea. Todo ello hace que
España tenga un interés muy especial, no solamente hu-
mano sino eminentemente político, en todo el proceso.

Ahora bien, nos parece que la proposición, tal como se
hace, en primer lugar en cuanto al punto 1: «Manifestar al
Consejo de Seguridad de la ONU la inquietud de España
por la marcha de aplicación del Plan de Paz...», etcétera,
hay que reconocer que el Gobierno ya ha realizado en él lo
que se le pide. Y no sólo lo ha hecho en el curso de con-
tactos con las partes y los gobiernos interesados, sino en
una comunicación escrita de nuestra representación per-
manente en Nueva York al Consejo de Seguridad, en la
cual se trasladaba a este alto organismo el comunicado del
Gobierno español de 3 de junio pasado, en el que se expre-
saba la preocupación por la suspensión de la operación de
identificación de votantes y el estancamiento del proceso
de arreglo del Sahara Occidental.

Esta, evidentemente, es la clave en el momento en que
se rompe, como si dijéramos, el proceso, y me refiero a una
carta anterior, de hace casi exactamente un año, del Con-
sejo de Seguridad, en la cual, en el proyecto de solución,
entre los considerandos dice: Deplorando que el resultado
del examen preliminar por parte del Gobierno de Marrue-
cos de los 100.000 solicitantes que no residen en el territo-
rio esté contribuyendo a que la Minurso no pueda dar cum-

plimiento a su calendario para concluir el proceso de iden-
tificación; deplorando, igualmente, que el Frente Polisario
se niegue a participar en la identificación, incluso dentro
del territorio, de tres grupos dentro de los grupos tribales
en litigio, demorando así la conclusión del proceso de
identificación. Para no alargar la cuestión, quiero decir que
es evidente que ahí está la quiebra del proceso.

En cuanto al número 2: «Expresar la preocupación de
España ante los indicios de que se podría producir un re-
greso de la hostilidad bélica», cabe señalar en cierto modo
lo mismo que hemos dicho respecto al párrafo anterior y,
sobre todo, citar la importancia de que el Gobierno español
otorga al mantenimiento del alto el fuego vigente desde
1991, y la preservación del clima de convivencia entre los
pueblos del Magreb.

En cuanto al número 3 de la propuesta: «Hacer un llama-
miento a las autoridades marroquíes y saharauis a propiciar
la apertura de una vía de diálogo directo...», etcétera, real-
mente en este párrafo, en primer lugar hay una cuestión pro-
cesal, porque no cabe, en propiedad, hablar de autoridades
saharauis sino más propiamente del Frente Polisario. En se-
gundo lugar, porque el Consejo de Seguridad no emplea los
términos señalados en el texto de la proposición no de ley,
sino que se limita a instar a las partes a que examinen otras
formas de crear confianza entre ellas y de facilitar la aplica-
ción del plan de arreglo. Asimismo, la Resolución 1.056 les
alienta literalmente a considerar la posibilidad de adoptar
nuevas medidas para fomentar la confianza entre sí, a fin de
eliminar los obstáculos a la aplicación del plan de arreglo.

En cuanto al último punto: «Promover una Conferencia
de Paz con la presencia de todas las partes implicadas en el
conflicto», nuestro grupo considera que lo prioritario, a fin
de superar los problemas actuales, es la pronta reanuda-
ción del proceso de identificación de votantes y de los de-
más aspectos del plan de arreglo. Sin perjuicio de ello, el
Gobierno ha señalado en varias ocasiones —últimamente
en esta misma comparecencia— que daría su apoyo a la
Conferencia Internacional de Paz si todas las partes inte-
grantes implicadas lo solicitan, circunstancia que, eviden-
temente, no existe ahora mismo.

Por todo ello, nuestro grupo se opone a esta proposición
no de ley.

El señor PRESIDENTE: Señora Maestro, brevemente
por favor.

La señora MAESTRO MARTIN: Con toda brevedad.
Las dificultades del Grupo Popular me parecen difíciles

de solucionar, a no ser algunas formales. Es decir, no hay
inconveniente en sustituir «autoridades saharauis» por
«Frente Polisario», o en lugar de decir «tal como reco-
mienda» sustituirlo por: el espíritu de la Resolución 1.042.
No sé si esto podría satisfacer las preocupaciones del
Grupo Popular.

En cualquier caso, quiero decir que acepto la propuesta
de Convergència i Unió de que en el punto 4, en lo que se
refiere a la promoción de una Conferencia de Paz, se
añada: en el caso de que la vía del diálogo directo no tu-
viera resultado satisfactorio.
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El señor PRESIDENTE: Señor De Cáceres, ¿podría
pronunciarse sobre lo manifestado por la señora Maestro?

El señor DE CACERES BLANCO: Señora Maestro,
no se trata de un tema meramente procesal sino, también,
del reconocimiento de una labor que está en curso y que 
—vuelvo a repetir— esta misma tarde hemos tenido cons-
tancia directa de las últimas conversaciones que están lle-
vando a cabo sobre esto, lo cual, en nuestra opinión, modi-
fica sustancialmente la proposición no de ley que presenta
su grupo.

El señor PRESIDENTE: Señor Recoder, ¿podría dar
lectura de la adenda que había propuesto previamente al
texto originario?

El señor RECODER I MIRALLES: Sí, señor Presi-
dente.

El texto que yo había propuesto, con la reformulación
del punto 4, decía lo siguiente: Considerar la convocatoria
de una Conferencia de Paz con la presencia de todas las
partes implicadas en el conflicto, caso que no sea posible
el acuerdo.

De hecho, si se aprobara, constituiría una reafirmación
del Parlamento en la línea que ya manifestamos el mes de
diciembre del año pasado.

El señor PRESIDENTE: Señora Maestro, ¿podría dar
lectura a la formulación que propone?

La señora MAESTRO MARTIN: Ha sido un poco
sorprendente que, previa constatación de una coincidencia
básica en las posturas, pudiera darse una fractura en la vo-
tación. Por ello, hemos encontrado una fórmula que puede
satisfacer al Grupo Popular en sus manifestaciones, que yo
entendía que no eran sobre el fondo del asunto sino sobre
aspectos que pudieran ser fácilmente modificados.

La proposición no de ley quedaría de la siguiente
forma: El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a
continuar sus acciones encaminadas a manifestar al Con-
sejo de Seguridad de Naciones Unidas... etcétera. O sea,
haciendo la modificación formal, que me parece oportuna,
de hablar de autoridades marroquíes y del Frente Polisario,
y a propiciar la apertura de una vía de diálogo directo en el
espíritu de las recomendaciones de la Resolución de Na-
ciones Unidas a la que se hace referencia, por supuesto con
la adenda que proponía el Grupo Parlamentario de Con-
vergència i Unió en el punto 4.

El señor PRESIDENTE: Señor de Cáceres, ¿resulta
agradable a su grupo esta modificación?

El señor DE CACERES BLANCO: Muy agradable.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación, en los
términos en que ha sido leída la proposición no de ley por
la señora Maestro.

Efectuada la votación dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada por unani-
midad.

— RELATIVA A LA INVESTIGACION DE LA DE-
SAPARICION DE SUBDITOS ESPAÑOLES EN
PAISES DE AMERICA Y LA VIOLACION DE
LOS DERECHOS HUMANOS, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO FEDERAL DE IZQUIERDA
UNIDA-INICIATIVA PER CATALUNYA. (Nú-
mero de expediente 161/000141.)

El señor PRESIDENTE: Punto 8, último de las propo-
siciones no de ley.

Proposición no de ley relativa a la investigación de la
desaparición de súbditos españoles en países de América y
la violación de los derechos humanos, presentado por el
Grupo Parlamentario Federal de Izquierda Unida-Inicia-
tiva per Catalunya.

La señora Maestro vuelve a tener la palabra.

La señora MAESTRO MARTIN: Esta proposición no
de ley quizá hubiera podido ser planteada por mi grupo
parlamentario o por varios grupos parlamentarios de esta
Cámara hace bastante tiempo. Evidentemente, la materia
sobre la que se plantea la proposición sucedió entre los
años 1973 y 1976 en el curso de las acciones realizadas por
fuerzas paramilitares y militares durante una de las dicta-
duras más sangrientas que se han conocido en las últimas
décadas, como fue la argentina.

Las decenas de miles de ciudadanos, en su inmensa ma-
yoría jóvenes, desaparecidos, que fueron asesinados, fue
conocido con horror por todas las conciencias del mundo.
Esta situación no solamente se remite al hecho de desapa-
riciones y asesinatos, sino al secuestro de los hijos de las
personas asesinadas, muchos de los cuales son jóvenes que
ignoran en este momento su identidad.

También, como SS. SS. saben y como desgraciadamente
suele suceder en estos casos, leyes de amnistía y de punto
final impidieron que la justicia interviniera, conociera to-
dos estos crímenes que se han calificado de genocidio.

Quiero felicitar los trabajos de una comisión del Senado
que durante los años 1982 y 1983 hizo una labor encomia-
ble y exhaustiva destinada a determinar, a esclarecer, a oír
las declaraciones de personas afectadas, de ciudadanos y
ciudadanas españoles y de testigos de aquellos hechos.

Hay que recordar que pese a que estábamos más cerca
que ahora de la etapa de la transición democrática, los gru-
pos parlamentarios —desde luego no el mío— que tenían
en ese momento presencia en el Senado entendieron que
este tipo de crímenes, como hemos tenido ocasión de ha-
blar en relación con el caso Carmelo Soria, no pueden que-
dar impunes si pretendemos que la confianza en la demo-
cracia no suceda a situaciones en las cuales los crímenes
más terribles se han producido, sin que los culpables no so-
lamente no sean castigados, sino que además sigan go-
zando de puestos importantes en la administración, en el
ejército y que, por tanto, no hayan tenido ya sanción jurí-
dica, sino ni siquiera moral por los crímenes producidos.
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Saben SS. SS. también que recientemente la Audiencia
Nacional se ha reconocido competente para juzgar los crí-
menes cometidos contra ciudadanos, alrededor de unos
trescientos. Desde luego la cifra puede aumentar en cual-
quier momento ya que no es fácil buscar en todos los rin-
cones del Estado español familiares o testigos que pueden
testificar sobre personas que desaparecieron en Argentina
y en otros países de Latinoamérica.

Pese a que el escepticismo pudiera llevarnos a pensar
en las enormes dificultades que un proceso de estas carac-
terísticas puede tener para llegar a su fin y para cumplir sus
objetivos, creo que para la conciencia de la humanidad,
para su confianza en el definitivo esclarecimiento de la
verdad y en el respeto a los derechos humanos, yo no mi-
nusvaloraría en ninguna medida los esfuerzos que se han
hecho por parte de tribunales franceses al condenar en re-
beldía a altos cargos de la administración militar argentina
o cómo los procesos que por desapariciones de ciudadanos
italianos o daneses están ahora mismo en curso, de forma
parecida a lo que está sucediendo en nuestro país.

Son procesos muy complejos que exigen, lógicamente,
de la colaboración del Gobierno con la Administración de
Justicia. Los consulados españoles recibieron las declara-
ciones de los familiares, de los amigos, de las personas de-
saparecidas, y todo este tipo de denuncias y documenta-
ción que obra en poder de las embajadas, de los consulados
españoles son elementos indispensables para avanzar en el
trámite judicial.

Quiero abundar también en que, como SS. SS. saben,
desde el año 1987 está en vigor un convenio de coopera-
ción y auxilio judicial entre España y Argentina en materia
de exhorto y de realización de diligencias judiciales. Des-
graciadamente, ha habido declaraciones recientes por parte
de la Subsecretaría de Derechos Humanos del Ministerio
del Interior argentino, la señora doña Alicia Pierini, quien
declaró con toda claridad que no se va producir ningún tipo
de colaboración con la justicia española para la consecu-
ción de las diligencias de este proceso.

Por todo ello, y retrotrayendo ese trabajo que desde
luego ha sido el fundamento sobre el cual mi grupo parla-
mentario ha trabajado para la presentación de esta proposi-
ción no de ley —el trabajo de esa comisión especial de in-
vestigación sobre desaparición de súbditos españoles en
países de América, aprobado por el Senado en el año
1983—, es por lo que se plantea esta proposición no de ley,
en la que también se hace alusión expresa a uno de los as-
pectos recogidos en las conclusiones de esa comisión es-
pecial y que los diferentes gobiernos sucedidos en nuestro
país todavía no han llevado a cabo, tal y como es que el
Gobierno español planteee la situación de los españoles
desaparecidos en países de América y su necesario escla-
recimiento, castigo y reparación ante el grupo de trabajo
sobre desapariciones involuntarias o forzadas de la Comi-
sión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

El señor PRESIDENTE: Existe una enmienda del
Grupo Popular presentada a esta proposición no de ley,
para cuya defensa doy la palabra a don Guillermo Martí-
nez Casañ.

El señor MARTINEZ CASAÑ: El Grupo Popular se
suma a la iniciativa de la señora Maestro en nombre del
Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per
Catalunya, en su sentido general en cuanto que expresa
una preocupación general de esta Cámara por la suerte de
nuestros desaparecidos y en cuanto que supone un apoyo
al Gobierno en la labor que realiza tendente al esclareci-
miento de los hechos que han dado lugar a la desaparición
de ciudadanos españoles en diversos países de América.

Quiero decir que esta iniciativa tiene largos anteceden-
tes en esta Cámara, a la que por supuesto se han sumado to-
dos los grupos parlamentarios. Quizá la iniciativa más glo-
bal que han realizado las Cortes Generales en relación a
este asunto fue, en efecto y como ha mencionado la señora
Maestro, en el Pleno del Senado, en su sesión de 29 de di-
ciembre de 1982, cuando se tomó el acuerdo de crear una
comisión especial de investigación sobre la desaparición de
súbditos españoles en países de América y que emitió un
informe en el primer trimestre de 1983, con las recomenda-
ciones a las que ha hecho referencia la señora Maestro. El
informe de la comisión delimitaba el concepto de desapare-
cido, adoptando, a efectos de la investigación, el de dete-
nido-desaparecido. En este punto quiero recordarle a la se-
ñora Maestro, ya que ha mencionado expresamente algún
país de América del Sur, como es el caso de Argentina, que
hoy, a Dios gracias, la República Argentina camina por la
senda de la democracia y merece nuestro apoyo. Quisiera
recordar a S. S. que, desafortunadamente, y haciendo refe-
rencia al concepto de detenido-desaparecido, hay otros paí-
ses, como es el caso de Cuba, donde tantos detenidos conti-
núa habiendo, algunos de ellos de origen español, que toda-
vía no ha elegido el camino de las libertades.

Dicho esto, y para apoyar la iniciativa de la señora
Maestro... (Rumores.)

El señor PRESIDENTE: Perdón, señor Martínez
Casañ.

Pido a la señora o señorita que está escuchando el telé-
fono que lo desconecte en aras del propio funcionamiento
de esta Cámara.

Tiene la palabra, señor Martínez Casañ.

El señor MARTINEZ CASAÑ: Señor Presidente,
quizá por economía de tiempo, ya que tenemos una agenda
tan larga, me voy a centrar simplemente en las enmiendas
que hemos presentado.

He tenido ya ocasión de discutir con la señora Maestro
de las enmiendas y el Grupo Popular lo que pretende es
modificar los puntos 1 y 3 de la proposición no de ley, en
el sentido de que insten al Gobierno a emprender gestiones
que ya están siendo realizadas; por eso proponemos una
nueva redacción de estos puntos que significan un mero
añadido en el sentido de que se sigan utilizando cuantos
medios diplomáticos estén a su alcance para el punto 1. En
el punto 3, que se continúe aplicando las medidas diplo-
máticas oportunas (son meras adiciones) para conseguir la
colaboración de los gobiernos de los países en los que se
hayan producido violaciones de los derechos humanos en
la persona de ciudadanos españoles.
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En cuanto al punto número 4, el Grupo Popular, por
cuestiones de oportunidad en la negociación del Gobierno
de España, siempre manteniendo los mismos objetivos de
esclarecimiento de los hechos, quiere presentar in voce
una enmienda de transacción que diría: Que desarrolle las
conclusiones de la comisión especial de investigación del
Senado contenidas en el informe final del 30 de junio de
982, y, en particular, aquellas que todavía no se han lle-
vado a cabo. Si he entendido bien en mi discusión con la
señora Maestro, esto daría plena satisfacción a sus objeti-
vos.

El señor PRESIDENTE: Un punto de clarificación, se-
ñor Martínez Casañ. Esa enmienda in voce, ¿se añadiría?

El señor MARTINEZ CASAÑ: No, sustituiría a nues-
tra enmienda número 4, para hacerla más general y más de
acuerdo con el sentido de la proposición no ley de la se-
ñora Maestro.

El señor PRESIDENTE: Comprendido.
¿Grupos parlamentarios que deseen hacer uso de la pa-

labra? (Pausa.)
En primer lugar, tiene la palabra el señor Burballa.

El señor BURBALLA I CAMPABADAL: Señora
Maestro, nos vamos a encontrar siempre en ese camino y
en el camino del consenso todo lo que sea la denuncia de la
violación de los derechos humanos y colaboración con los
organismos internacionales encargados de velar por su
cumplimiento debemos exigir que sea una norma de actua-
ción de todos los poderes del Estado. Todo lo que hace re-
ferencia a la seguridad jurídica, a la igualdad de los ciuda-
danos ante la ley, en reforzar el imperio de la ley que existe
y que debe existir en cualquier lugar del mundo y en cual-
quier situación, evitando que se puedan perpetrar agresio-
nes a la integridad física y jurídica de los ciudadanos, es
algo que la sociedad y nuestra sociedad tiene más en la epi-
dermis, y esto no mengua y esto no debe menguar nunca.
Por ello, cualquier declaración que contribuya, aunque sea
desde el voluntarismo, será apreciada por nuestro grupo
como una contribución positiva a la tranquilidad de los
ciudadanos y verdaderamente a la defensión jurídica y fí-
sica de estos mismos ciudadanos ante la ley y ante el Es-
tado que queremos democrático y social de Derecho.

Por todo ello, nuestro grupo votará a favor de la propo-
sición no de ley que presentan ustedes.

El señor PRESIDENTE: Señora Balletbó.

La señora BALLETBO I PUIG: En nombre de mi
grupo, también apoyamos con energía esta proposición no
de ley de la señora Maestro, porque pensamos que la de-
fensa de los derechos humanos y la persecución de los de-
litos son un compromiso de todos los países y de todas las
naciones llamadas democráticas o civilizadas, tanto más
cuanto que en este caso además se han producido violacio-
nes de derechos humanos que afectan a ciudadanos espa-
ñoles.

En todo caso, lo que mi grupo quisiera señalar es que
nos parece que precisamente porque este tema tiene largos
antecedentes en las dos Cámaras, nos gusta que la pro-
puesta de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya tenga
un tono más enérgico que algunas enmiendas alternativas
porque, dado que la situación es ya de por sí antigua y poco
solucionada, nos parece que limar el contenido intentando
bajar un poco el tono no es lo más conveniente.

Mi grupo sólo haría una pequeña enmienda, que no es
una enmienda de contenido, ni mucho menos, sino que es
una enmienda de terminología, y es que el término Amé-
rica, Hispanoamérica, América del Sur, etcétera, esto ya ha
venido desde hace tiempo siendo sustituido por la palabra
Latinoamérica. Es una apreciación geográfica mucho más
exacta de lo que queremos decir. Todo el mundo sabe que
América incluye también Canadá y Estados Unidos, y no
es el caso, y por tanto sólo propondríamos que en los dos
apartados donde aparece la palabra países de América, es
decir, que en la última palabra del apartado 1 y la penúl-
tima palabra de la primera línea del apartado 4 se ponga
países latinoamericanos o de Latinoamérica, en favor de la
precisión.

El señor PRESIDENTE: Procesalmente, primero debo
preguntar a la señora Maestro si acepta las enmiendas unas
presentadas por escrito y otras in voce del Grupo Popular.

La señora MAESTRO MARTIN: Señor Presidente,
entiendo que la voluntad política es compartida y que el
objetivo es que las cosas avancen. Por lo tanto, entiendo
que en lo que plantean los tres primeros puntos no hay nin-
gún problema, y entiendo que la propuesta concreta que
nosotros incluíamos en el punto 4 está comprendida y de-
sarrollada en la enmienda que propone el Grupo Popular.
Por lo tanto, mi grupo la acepta. (La señora Balletbó i
Puig pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: Señora Balletbó.

La señora BALLETBO I PUIG: Señor Presidente, yo
cambiaría americanos por latinoamericanos también en su
enmienda porque es una cuestión de evitar confusiones en-
tre países.

El señor PRESIDENTE: Puestos a decir cosas, ¿por
qué no iberoamericanos, si nos les parece mal?

La señora BALLETBO I PUIG: Le voy a decir por
qué, señor Presidente, porque a ellos no les gusta, y eso es
importante.

El señor PRESIDENTE: Iberoamericanos, ¿estamos
de acuerdo? (Asentimiento.)

Pasamos a votar la proposición presentada por el Grupo
Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya
tal como ha sido enmendada por el Grupo Parlamentario
Popular.

Efectuada la votación dijo:
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El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad en los términos descritos. (El señor Martínez Ca-
sañ pide la palabra.)

El señor MARTINEZ CASAÑ: Señor Presidente,
quiero simplemente expresar el agradecimiento del Grupo
Popular a la señora Maestro por el esfuerzo que ha hecho
en pro del consenso.

El señor PRESIDENTE: Señor Martínez Casañ, le pe-
diría que pasara a la Mesa el texto del punto 4, tal como fue
originariamente enmendado in voce.

DICTAMEN SOBRE:

— CONVENCION DE LAS NACIONES UNIDAS
SOBRE EL DERECHO DEL MAR, HECHA EN
MONTEGO BAY EL 10 DE DICIEMBRE DE
1982, Y DECLARACIONES INTERPRETATIVAS
QUE ESPAÑA VA A FORMULAR EN EL MO-
MENTO DE LA RATIFICACION. (Número de ex-
pediente 110/000006.)

— ACUERDO RELATIVO A LA APLICACION DE
LA PARTE XI DE LA CONVENCION DE LAS
NACIONES UNIDAS SOBRE EL DERECHO
DEL MAR DE 10 DE DICIEMBRE DE 1982, HE-
CHO EN NUEVA YORK EL 28 DE JULIO DE
1994. (Número de expediente 110/000007.)

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores Diputados,
pasamos en este momento al trámite de debate y votación
de los dictámenes sobre convenios y tratados internaciona-
les. La Mesa ha recibido una petición de tipo claramente
humanitario procedente de algún Diputado que, siendo le-
jana su residencia, tiene un problema de transporte, y que
ha solicitado que comenzáramos este debate por los puntos
11 y 12, relativos a la Convención de las Naciones Unidas
sobre el Derecho del Mar, con lo que el señor Soriano les
quedaría eternamente agradecido. ¿están de acuerdo los
señores Diputados? (Asentimiento.)

Entramos en el punto 11, sobre Convención de las Na-
ciones Unidas sobre el Derecho del Mar, hecha en Mon-
tego Bay el 10 de diciembre de 1982, y declaraciones in-
terpretativas, que España va a formular en el momento de
la ratificación. Y el punto 12, Acuerdo relativo a la aplica-
ción de la parte XI de la Convención de las Naciones Uni-
das sobre el Derecho del Mar, hecho en Nueva York el 28
de julio de 1994. Ambos puntos serán tratados conjunta-
mente, aunque las votaciones se harán de manera separada.

Para su exposición, por parte del Grupo Popular, tiene
la palabra el señor Soriano. (El señor Martinón Cejas
pide la palabra.)

El señor PRESIDENTE: Tiene  S. S. la palabra.

El señor MARTINÓN CEJAS: Señor Presidente, des-
conozco cuál es la costumbre, pero como me parece que el

señor Soriano y yo tenemos las mismas dificultades de
transporte, supongo que esto va de grupos de menor im-
portancia a mayor importancia.

El señor PRESIDENTE: No, esta Comisión hace ya
algún tiempo estableció una costumbre que consiste en al-
ternar en el tema de los tratados los grupos que comienzan,
dando la posibilidad de que todos hablen naturalmente; de
manera que en su caso será el Grupo Popular el que lo ini-
cie, en otro caso será el Grupo Socialista, y naturalmente el
resto de los grupos también tendrán ocasión de manifes-
tarse. Es una práctica que no está escrita pero que responde
a determinadas necesidades de tipo político.

Señor Soriano, tiene la palabra.

El señor SORIANO BENITEZ DE LUGO: En primer
lugar, agradezco la benevolencia, por razones humanita-
rias, del señor Presidente y de todos los compañeros de la
Comisión; y no se preocupe, señor Martinón, porque yo
también voy a ser benevolente y breve, y me parece que es-
tamos condenados a salir juntos de aquí porque vamos a
coger el mismo avión y habrá que votar los dos puntos del
orden del día en cuyo debate entramos.

Como bien ha dicho el señor Presidente de la Comisión,
los puntos 11 y 12 se pueden defender conjuntamente, y
muy brevemente hemos de decir que el acuerdo relativo a
la aplicación de la parte XI de la Convención de las Nacio-
nes Unidas sobre el Derecho del Mar de 10 de diciembre
de 1982 fue adoptado el 28 de julio de 1994 mediante la
aprobación, por 121 votos afirmativos y ninguno en con-
tra, de la Resolución 48.263 de la Asamblea General de las
Naciones Unidas. El acuerdo fue firmado ad referendum, y
a reserva de ratificación por el plenipotenciario de España,
el 29 de julio de 1994 en la ciudad de Nueva York en un
acto en el que también firmaron la totalidad de los miem-
bros de la Unión Europea.

El Consejo de Ministros del anterior Ejecutivo, por
acuerdo del 17 de febrero de 1995, aprobó la firma reali-
zada ad referendum el 29 de julio de 1994 por el plenipo-
tenciario español, y por otra parte el 10 de noviembre de
1995 el Consejo de Ministros del anterior Gobierno auto-
rizó la remisión de este acuerdo a las Cortes Generales,
pero al haber sido disueltas el acuerdo ha quedado en con-
secuencia caducado, por lo que se ha vuelto a remitir por el
actual Ejecutivo a esta Cámara.

El texto del acuerdo de referencia ha sido negociado
durante los últimos cuatro años en el marco de unas rondas
de consultas informales auspiciadas por el Secretario Ge-
neral de las Naciones Unidas en las que participaron un
gran número de países miembros de las Naciones Unidas,
tanto de los países industrializados, incluida España, como
de aquellos en vías de desarrollo.

El objetivo fundamental del acuerdo ha sido modificar
sustancialmente el contenido de la parte XI de la Conven-
ción de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar de
1982, parte que regula la exploración y explotación de los
recursos minerales en los fondos marinos y en el subsuelo
que se encuentra en alta mar. Con la conclusión de este
acuerdo, en definitiva, se han dejado sin efecto aquellas
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disposiciones de la parte 11 de la Convención que no satis-
facían a los países industrializados y por cuyo motivo és-
tos, incluida España, no habían deseado ratificar la magna
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del
Mar del año 1982. Gracias al importante carácter modifi-
cador de este acuerdo, un mayoritario número de países in-
dustrializados ha manifestado ahora su disposición a ratifi-
car la Convención de 1982, lo que producirá el feliz resul-
tado de conferir universal aceptación a una Convención de
las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar que, en todo
caso, entró en vigor el 16 de noviembre de 1994 al trans-
currir 12 meses desde que fue ratificada por 60 Estados,
prácticamente todos ellos en vías de desarrollo.

La Convención de las Naciones Unidas sobre el Dere-
cho del Mar entró en vigor con carácter internacional al
transcurrir un año desde que se depositara el sexagésimo
instrumento de ratificación de un Estado. Tal momento, de
consecuencia internacional, tuvo lugar el 16 de noviembre
de 1994. Hasta el momento ya son cuatro los miembros de
la Unión Europea que han ratificado estos dos instrumen-
tos internacionales: la República Federal Alemana, Italia,
Grecia y Austria. Esperan hacer lo mismo en los próximos
meses el resto de los socios de la Unión Europea; Estados
Unidos y Japón también están tramitando los requisitos in-
ternos que les permitan ratificar la Convención.

En los años inmediatamente subsiguientes a la firma, y
al igual que hicieron los demás Estados industrializados,
España no se mostró favorable a ratificar la Convención
mientras que no se modificara el régimen desarrollado en
la parte XI. Como ya se ha mencionado, dicho obstáculo
quedó finalmente salvado con la adopción del acuerdo re-
lativo a la aplicación de la parte XI, que España firmó ad
referendum el 28 de julio de 1994 y que el Consejo de Mi-
nistros aprobó el 17 de febrero de 1995.

La Comisión Interministerial de Política Marítima In-
ternacional, en su reunión de 8 de julio de 1994, dicta-
minó no sólo a favor de que España firmara el referido
acuerdo, sino también confirmando el interés de nuestro
país, como el del resto de la comunidad internacional, por
apoyar este nuevo orden jurídico internacional. Teniendo
en cuenta que ya el Consejo de Ministros del anterior
Ejecutivo, en su reunión del día 10 de noviembre de
1995, como hemos indicado, autorizó la remisión de este
tratado a las Cortes, el nuevo Ejecutivo del Partido Popu-
lar no ha hecho otra cosa que, al declararse disueltas las
Cámaras, volver a instar la aprobación que constitucio-
nalmente se establece. En consecuencia, el Grupo Popu-
lar anuncia su voto favorable para la ratificación de esta
Convención y de este Acuerdo de tanta importancia para
los intereses de nuestra nación y en particular para las zo-
nas marítimas.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor
Martinón.

El señor MARTINON CEJAS: Anuncio el voto favo-
rable del Grupo Parlamentario Socialista a la ratificación
por parte de España de la Convención, a las declaraciones
interpretativas que España formula en el momento de la ra-

tificación, y al acuerdo relativo a la aplicación de la parte
XI de la Convención.

Yo quisiera, en línea con la intervención del señor So-
riano, ilustrar a SS. SS. acerca de que esta Convención se
redacta tras la celebración de la Tercera Conferencia sobre
Derecho del Mar, que dura nueve años, desde diciembre de
1973 a diciembre de 1982, que algún autor la considera
como la reunión acerca del Derecho Internacional que más
tiempo ha durado, lo cual da idea de la complejidad de los
asuntos que se han tratado y de la importancia de la Con-
vención.

Le entrada en vigor —lo ha indicado el señor Soriano—
se produce 12 años más tarde, en noviembre de 1994, y
ello fundamentalmente por las dificultades de aceptación
de muchos países de la parte XI de la Convención. Yo sólo
quisiera destacar la importancia de la Convención en el
sentido de que regula, como hasta este momento no se ha-
bía hecho, el aprovechamiento económico de los fondos
marinos, y un asunto que a nuestro entender tiene impor-
tancia, y es que por primera vez en el Derecho Internacio-
nal relativo al mar se concede un status especial a los Es-
tados archipielágicos. Los negociadores españoles en la
Conferencia intentaron que también se reconociera un sta-
tus especial a los archipiélagos de Estado. Pese a los inten-
tos de nuestros negociadores, no se consiguió ese objetivo,
y lo cierto es, por tanto, que la Convención tiene una parte
destinada a los Estados archipielágicos y no regula de nin-
guna forma la situación de los archipiélagos de Estado,
que, por razones obvias, a España le afecta de forma im-
portante, puesto que tenemos dos archipiélagos.

Yo creo que aquí, quizá, sea adecuado citar a uno de los
diplomáticos españoles que intervinieron en la Conferen-
cia, el Embajador don José Antonio de Iturriaga Barberán,
que, en uno de los libros que ha escrito, dedicado al Dere-
cho del Mar, comenta —cito textualmente— que: tras ha-
ber aceptado la comunidad internacional el principio ar-
chipielágico, basado en criterios de índole geográfica, po-
lítica, económica e histórica, sus lógicas consecuencias ju-
rídicas deberán resultar aplicables a todo tipo de archipié-
lagos conforme a un recto principio de interpretación ana-
lógica.

Yo confío en que resulte innecesario tener que recurrir a
las consideraciones que acabo de leer del Embajador Itu-
rriaga, y también confío que en una próxima regulación del
Derecho del Mar, que posiblemente tardará tiempo en pro-
ducirse, ya se reconozca por fin un status a los archipiéla-
gos de Estado similar a la de los Estados archipielágicos.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor
Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: También para
anunciar el voto favorable por parte de Coalición Canaria
a la ratificación de este Acuerdo y de esta Convención.

Me refiero primero al Acuerdo, dado que es un texto
más sencillo, que viene a reglamentar y a complementar lo
que ocurrió ya en la Convención de las Naciones Unidas
sobre el Derecho del Mar, en Nueva York, en el año 1982,
y después la ratificación que se efectúa en 1994, que viene
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nada más que a especificar algunas de las bases jurídicas y
de garantía legal que se tienen que adoptar en el procedi-
miento interno para el derecho sobre los fondos marinos y
oceánicos y su subsuelo, y que se encuentren fuera de los
límites de una jurisdicción nacional.

Nos parece positivo que se reafirme el principio de que
son recursos de la humanidad todo lo que esté fuera de la
zona, lo que se ha venido interpretando como zona econó-
mica, en este caso no solamente para las aguas de superfi-
cie y en los recursos pesqueros que pueda haber en la
misma, sino también en los fondos marinos, oceánicos y el
subsuelo a efectos de explotaciones mineras o petrolíferas.

Por tanto, no tenemos nada más que añadir a este res-
pecto, porque en el caso de que se puedan presentar para
España litigios con otros países por situaciones fronterizas,
aquí se ve ya todo el procedimiento legal y económico que
tienen que seguir.

Una mención especial, como han hecho los que me han
precedido en el uso de la palabra, señores Soriano y Bení-
tez de Lugo y Martinón, por los Grupos Parlamentarios
Popular y Socialista, respectivamente, a la Convención de
las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar hecho en
Montego Bay.

Quiero fijarme fundamentalmente en la reserva que ha
hecho España, que es una declaración de interpretación. Es
tal la complejidad, como se ha señalado aquí, de la aplica-
ción de la Convención de las Naciones Unidas en el Dere-
cho del Mar que su larga elaboración ha motivado una se-
rie de suspicacias en muchos de los países que firmaron.

No es extraño, por tanto, que el Gobierno español, en
uso de su soberanía estatal y legítima, haya formulado una
declaración interpretativa, porque hay que evitar los con-
tenciosos pero no hay que dejar cerradas la puertas para el
futuro.

Comparto plenamente lo que acaba de decir el portavoz
del Grupo Socialista, señor Martinón, de que una labor de
la diplomacia española llevó adelante algo que estaba tam-
bién dentro del consenso, que era el status especial, para
los estados archipielágicos, que tuvo siempre un ambiente
favorable dentro de la propia Organización de las Nacio-
nes Unidas, de una jurisdicción en aguas de su soberanía.

El tema se planteó en razón de aquellos archipiélagos
que no siendo Estado sí forman parte del territorio nacio-
nal de un Estado, pero que se encuentran excéntricos en su
situación geográfica y por dicha excentricidad o distancia
del territorio principal del Estado se encuentran próximos
o entran en la proximidad de aguas jurisdiccionales de
otros Estados. Es el caso, por antonomasia, del archipié-
lago canario con respecto a Marruecos y de algunos islotes
en el Atlántico con respecto a Portugal.

Fundamentalmente la reserva que hago en nombre de
Coalición Canaria es que, estando de acuerdo —y vamos a
votar favorablemente este amplísimo documento—, es im-
portante que resaltemos que España ha introducido una de-
claración sobre la interpretación que hace en este caso con-
creto con respecto al Estrecho de Gibraltar.

Nosotros lo apoyamos, pero creemos que esto no cierra
que durante su vigencia y evolución se puede presentar un
contencioso con el Gobierno alauita y hay que hacer una

delimitación más exacta y más concreta, que hemos ve-
nido pidiendo reiteradamente (se ha seguido el sistema de
la mediana entre aguas de jurisdicción marroquí y de juris-
dicción española alrededor del Archipiélago canario o en
la zona fronteriza de ambos), se recurra a la aplicación,
bien de este documento sobre el derecho del mar, o bien
quede abierta la posibilidad —como ahora ha hecho Es-
paña con respecto a Gibraltar— de interpretación que se
hace de este documento, que por su complejidad se presta
a zonas grises o a veces de dudosa comprensión por parte
de un Estado: que los Comités de Litigio lo resuelvan y
que en el futuro podamos aplicar también el espíritu y la
letra que entonces se incluya como propuesta del Gobierno
español en cuanto a su interpretación con respecto a las
aguas jurisdiccionales españolas externas en el archipié-
lago canario frente a las aguas marroquíes.

El señor PRESIDENTE: No habiendo ningún otro
Grupo que desee tomar la palabra, pasamos a la votación
de los puntos 11 y 12.

Votamos el punto número 11, Convención de las Nacio-
nes Unidas sobre el Derecho del Mar y Declaraciones in-
terpretativas que España va a formular en el momento de la
ratificación.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

Votamos el punto número 12, Acuerdo relativo a la
aplicación de la parte XI de la Convención de las Naciones
Unidas sobre el Derecho del Mar.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— CONVENIO INTERNACIONAL DE COOPERA-
CION RELATIVO A LA SEGURIDAD DE LA
NAVEGACION AEREA «EUROCONTROL»
(BRUSELAS, 13-12-60); PROTOCOLO ADICIO-
NAL AL CONVENIO INTERNACIONAL DE
COOPERACION PARA LA SEGURIDAD DE LA
NAVEGACION AEREA «EUROCONTROL»
(BRUSELAS, 6-7-70); PROTOCOLO MODIFI-
CATIVO DEL PROTOCOLO ADICIONAL AL
CONVENIO INTERNACIONAL DE COOPERA-
CION PARA LA SEGURIDAD DE LA NAVEGA-
CION AEREA «EUROCONTROL», DE 6-7-70
(BRUSELAS 21-11-78); PROTOCOLO DE EN-
MIENDA A LA CONVENCION INTERNACIO-
NAL DE «EUROCONTROL» PARA LA COOPE-
RACION EN LA SEGURIDAD DE LA NAVEGA-
CION AEREA DE 13-12-60 (BRUSELAS,
12-2-81); PROTOCOLO RELATIVO A LA APLI-
CACION DE CIERTAS DISPOSICIONES DEL
CONVENIO SOBRE «EUROCONTROL» QUE
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AFECTAN A LA DEFENSA (BRUSELAS,
13-12-60), Y ACUERDO MULTILATERAL RE-
LATIVO A LA PROTECCION DE MATERIAS
CLASIFICADAS «EUROCONTROL» (BRUSE-
LAS, 18-11-69). (Número de expediente
110/000004.)

El señor PRESIDENTE: Convenio Internacional de
Cooperación relativo a la seguridad de la navegación aérea
Eurocontrol; Protocolo adicional al Convenio Internacio-
nal de Cooperación para la seguridad de la navegación aé-
rea Eurocontrol; Protocolo modificativo del Protocolo adi-
cional..., etcétera, tal como está relatado en el punto nú-
mero 9 del orden del día.

¿Grupos que desean hacer uso de la palabra? (Pausa.)
El señor Segura, por el Grupo Socialista, tiene la pala-

bra.

El señor SEGURA CLAVELL: El Grupo Parlamenta-
rio Socialista del Congreso estima que este Convenio In-
ternacional de Cooperación relativo a la seguridad de la
navegación aérea Eurocontrol, que se firmó en Bruselas el
13 de diciembre de 1960, y que será ratificado por parte de
España previsiblemente de un par de meses, tiene una im-
portancia de tal dimensión que desde luego merece que du-
rante unos breves minutos llevemos a cabo algunas refle-
xiones al respecto.

En efecto, señorías, España aún no es miembro de
pleno derecho de esta organización internacional Eurocon-
trol. España es un miembro asociado, es un miembro que
participa en la toma de determinadas decisiones, no en to-
das; es un miembro que hace aportación financiera, no es
un miembro de pleno derecho.

Señorías, en la IV Legislatura y en la sesión plenaria del
Congreso de los Diputados del 11 de octubre de 1990, se
concedió la autorización solicitada por el Gobierno, con
arreglo al artículo 94.1 de la Constitución para que el Es-
tado español pudiera prestar el consentimiento para obli-
garse por medio de la Convención Internacional para la
Cooperación en la Seguridad Aérea, de 13 de diciembre de
1960, como he dicho, enmendada por el Protocolo de 12 de
febrero de 1981.

El Congreso de los Diputados lógicamente dio luz
verde. Se remitió al Senado y se pidió al Gobierno español
que en las negociaciones últimas se planteasen determina-
dos requisitos que las Cortes Generales consideraban esen-
ciales para su defensa.

En efecto, este texto al que hoy vamos a dar previsible-
mente luz verde en esta Comisión para su aprobación defi-
nitiva el próximo 8 de octubre en el Pleno del Congreso, es
un texto que amplía el que se vio el 11 de octubre de 1990,
y lo hace porque, en lugar de aquel texto refundido que
aquí se analizó, hoy lleva, complementado con la conven-
ción original de 1960, el texto de los Protocolos modifica-
tivos de 6 de julio de 1970, 12 de febrero de 1981, así
como un Protocolo relativo a la aplicación de ciertas dis-
posiciones del Convenio que afectan a la defensa, del 13
de diciembre de 1960, y un Acuerdo multilateral relativo a
la protección de materias clasificadas de 18 de noviembre

de 1969. Es decir, es todo un conjunto de normativas que
constituye un paquete importante que incorpora una serie
de logros negociadores producidos desde al año 1990 hasta
la fecha.

Sus señorías tienen que tener muy presente que desde
1990 la Unión Europea se ha dado una normativa global
que, en el transcurso del tiempo, ha ido ampliando en polí-
ticas de liberalización del tráfico aéreo. Saben perfecta-
mente que desde 1990 se han ido subiendo peldaños en esa
escalera de liberalización del tráfico aéreo con los llama-
dos coloquial y sucesivamente, primer, segundo y tercer
paquete de liberalización del tráfico aéreo, que no ha sido
otra cosa que la trasposición a la normativa española de la
correspondiente normativa comunitaria, lo que nos ha ido
permitiendo la incorporación a ese mercado único comuni-
tario en lo que a políticas de tráfico aeronáutico se refiere,
y que alcanzarán esa máxima política de liberalización a
partir del 1 de abril de 1997.

Por consiguiente, parece razonable la ratificación de
esta Convención. Sin embargo, en estos momentos faltan
algunos aspectos que no se han alcanzado todavía, aspec-
tos que en este momento queremos aprovechar la oportu-
nidad para que las Cortes Generales hagan llegar al Comité
Técnico, a través de los representantes españoles en el
mismo, que precisamente en estas fechas, y con plazo má-
ximo diciembre de este año, están renegociando esto, a
efectos de ampliar, consolidar y adaptar las necesidades de
Eurocontrol a esas políticas de libertad de tráfico aéreo a
las que acabo de hacer referencia, que se ampliarán a una
política de cielos abiertos entre la Unión Europea y otros
países no comunitarios, como, por ejemplo, los Estados
Unidos, con quien la negociación se encuentra bastante
avanzada.

Consiguientemente —y con esto termino—, nosotros
queremos dar nuestro voto favorable a todos los textos que
se nos presentan en estos momentos, pero, además, com-
plementarlos con estas consideraciones para que, como
digo, se le hagan llegar a los técnicos españoles, que, en re-
presentación de España, están renegociando la sustitución
del Convenio Internacional de diciembre de 1960, que es
el que ahora vamos a ratificar y que, insisto, tiene como
plazo máximo hasta finales de año para adaptarlo a la
nueva situación de política internacional de libertades aé-
reas y que tendrá que ser ratificado en los tres primeros
meses del año próximo, es decir, antes del 1 de abril, por
una conferencia diplomática.

El Grupo Parlamentario Socialista estima que la adhe-
sión de España a Eurocontrol resulta muy importante para
la propia organización por cuanto que es innegable el pa-
pel vital que el espacio y tráficos aéreos españoles juegan
en Europa. Para España, que participa actualmente en los
trabajos de Eurocontrol a través de un acuerdo de coopera-
ción y que ha ratificado también el acuerdo multilateral so-
bre tarifa de ruta de 1981, hay una serie de puntos esencia-
les que el Comité Técnico debe tener presente.

Primero, creemos que es irrenunciable que se continúe
reivindicando, para que figure en el nuevo texto, el uso del
idioma español como lengua de trabajo en la organización
Eurocontrol. También creemos que es fundamental que
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España continúe reivindicando con firmeza la aportación
financiera que corresponde al papel que jugamos y un pa-
pel mucho más denso en la toma de decisiones de la orga-
nización internacional.

En suma, señor Presidente, señorías, creemos que éste
es el momento para que, sumadas a la ratificación y ante el
nuevo protocolo que nos vendrá en los primeros meses del
año próximo, consten las reivindicaciones mencionadas.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Popular, tiene la
palabra el señor Muñoz-Alonso y Ledo.

El señor MUÑOZ-ALONSO Y LEDO: Poco tengo
que añadir después de la minuciosa intervención que ha te-
nido el señor Segura, que suscribo en todos sus términos.

Como él ha señalado —quiero subrayarlo—, se trata de
seis instrumentos jurídicos organizados en torno al conve-
nio básico de 1960, de los cuales dos de ellos, los más im-
portantes, ese Convenio de 1960 y el Protocolo de En-
mienda al mismo de 1981, ya pasaron por esta Cámara, y
en concreto por esta Comisión, que los hizo objeto de au-
torización en noviembre de 1990, pero cuyos instrumentos
de ratificación no se depositaron porque el Gobierno inició
un proceso de negociación para obtener una serie de ga-
rantías —el señor Segura ha aludido a algunas de esas ga-
rantías— y, al final, la negociación no acabó en nada.

Pero, como el tiempo ha transcurrido, por la propia nor-
mativa de la Unión Europea se hacía absolutamente nece-
sario que España participara en Eurocontrol y, dado que
había pasado mucho tiempo, se ha estimado por el Go-
bierno —tanto a finales del año pasado por el Gobierno an-
terior como en la primavera por el Gobierno actual— que
era conveniente renovar la autorización de las Cortes, a pe-
sar de  que en el informe preceptivo del Consejo de Estado
se estimaba que el pasar nuevamente por las Corte no era
un requisito necesario.

En cualquier caso, quiero subrayar la enorme importan-
cia que tiene este conjunto de instrumentos jurídicos rela-
tivos a un bien tan importante como es la seguridad de la
navegación aérea para España, ya que, evidentemente, no
era miembro de pleno derecho, sino que estaba sometida a
un acuerdo de cooperación firmado en 1974. A partir de
esta ratificación, las cosas pueden ser mucho más positivas
para nosotros. Además, entendemos que, para un país tu-
rístico como España, el tráfico aéreo es de una enorme im-
portancia; todos sabemos por noticias de prensa cómo en
determinadas temporadas, en determinados períodos, se
producen congestiones en el tráfico aéreo. Posiblemente
—así lo esperamos—, el hecho de que España entre a for-
mar parte de pleno derecho de Eurocontrol va a impedir
que se pueda producir nuevamente este tipo de congestio-
nes.

También es cierto que nos encontramos con un Conve-
nio que es viejo. A estas alturas, algunas de las cosas de
este Convenio resultan un tanto curiosas. En los conside-
randos del Convenio figura que a partir de ahora va a haber
nuevos tipos de aviones, con elevadas velocidades, que
tiene que hacer un ascenso rápido. Se refiere, en suma, a
los aviones a reacción, que hoy día son una cosa normal.

Es decir, es una cosa curiosa que, a estas alturas, estemos
ratificando un convenio que, desde el punto de vista tecno-
lógico, responde a una etapa que ya queda muy atrás.

Asimismo, quería señalar que en este conjunto de ins-
trumentos jurídicos hay dos protocolos —a los que tam-
bién ha aludido de pasada el señor Segura— que se refie-
ren a ciertas disposiciones que afectan a la defensa, y
quiero hacer una breve alusión a ello. En la Comisión, que
es uno de los órganos básicos de Eurocontrol, cada país
tiene un voto, pero se establece que tendrá dos delegados,
uno civil y otro militar, para conciliar las necesidades de la
aviación civil con la defensa militar y, en suma, con las de
la fuerza aérea.

En ese Protocolo figura que el ejercicio de ciertas fun-
ciones en el seno de la Agencia estará subordinado el re-
sultado favorable de investigaciones de seguridad militar,
es decir, que se someterá a los funcionarios a una determi-
nada investigación desde el punto de vista de lo que son los
intereses de la defensa. Se dice también que el hecho de
formar parte de esa Agencia no dispensa de las obligacio-
nes militares que puedan tener los empleados en sus res-
pectivos países de origen, y hay un acuerdo multilateral re-
lativo a la protección de materias clasificadas, con un re-
glamento muy minucioso, donde se establecen los distin-
tos tipos de materias clasificadas —por supuesto, aquí está
también muy presente el tema de la defensa— y los distin-
tos mecanismos para garantizar ese secreto, siempre desde
el punto de vista de la defensa militar.

Por tanto, nosotros vamos a apoyar la ratificación de
este conjunto de instrumentos jurídicos, que tiene como
punto central la seguridad de la navegación aérea.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo de Coalición
Canaria, tiene la palabra el señor Mardones.

El señor MARDONES SEVILLA: Voy a ser muy
breve, puesto que sólo haré una intervención complemen-
taria a las que han hecho los señores Diputados que me han
precedido en el uso de la palabra, que comparto plena-
mente.

Nosotros vamos a votar favorablemente la ratificación
de esta serie de convenios de cooperación internacional
que se engloban bajo Eurocontrol, pero quiero hacer un re-
cuerdo histórico de los porqués y justificar la ausencia de
España. Si nos damos cuenta de las fechas y de los países
que signan todo este primer marco jurídico del Convenio
Internacional de Eurocontrol, fundamentalmente entre las
fechas de 1960 y 1969, y la especial referencia a la de-
fensa, como ha recordado el portavoz del Grupo Popular,
entenderemos los porqués.

El porqué de todo este reglamento es, sencillamente, la
época de la guerra fría; es la tremenda confrontación de la
Europa de la OTAN con la Unión Soviética. Por eso, Es-
paña, que no estaba en la OTAN, estaba ausente de Euro-
control. Esa es, fundamentalmente, una de las razones y no
otras. Eurocontrol viene a ser, sencillamente, el regla-
mento de tráfico de la circulación aérea. Como ha señalado
el portavoz del Grupo Popular, al hablar de los aviones de
turbinas, de las elevadas velocidades, nos damos cuenta de
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que en 1960 está apareciendo el mundo del reactor, funda-
mentalmente en esa época solamente en la aviación militar
de combate no en los aviones civiles; estamos terminando
la época de los DC-4 y están empezando los superconste-
llation, los aviones de pistón a hélice y los cuatrimotores
para el transporte civil. Por eso, al hacer la Ley de Tráfico
Aéreo, se ven obligados a tener en cuenta los intereses de
la defensa, porque al regular el espacio aéreo europeo en
altitudes de vuelo y de rapidez se está entrando en el tema
de la aviación de combate, pero también hay que regularlo,
para que los aviones de transporte civil que volaban hacia
la Europa occidental desde el bloque del Pacto de Varso-
via, desde la Unión Soviética y sus, entonces, países saté-
lites, estén obligados a cumplirlo.

Si hay algo que aquí nos llama la atención, como ya se
ha señalado, por lo añejo, es ver, cuando entramos en las
cuestiones de defensa, con qué previsión en 1969, para que
no fueran interferidas ni las frecuencias ni las altitudes de
vuelo de las aeronaves por los servicios secretos soviéti-
cos, se hacen cosas, señor Presidente, como las que aquí se
citan, y me va a permitir, señor Presidente, que lea estas
cinco líneas del punto 53 del último de los convenios que
aquí vamos a ratificar: «Las materias de eurocontrol clasi-
ficadas confidencial y por encima, que ya no sean necesa-
rias, deberán ser destruidas tan pronto como sea posible y
reducidas a una forma que las haga irreconocibles e impo-
sibles de cualquier reconstrucción (incineración, tritura-
ción, recorte)...» No sigo leyendo porque lo tienen ahí sus
señorías. Lo podemos trasladar a la España actual.

Por todas estas razones, votaremos favorablemente.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación de los
acuerdos y convenios contenidos en el punto número 9,
cuya descripción no es necesario que repita.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el punto
nueve, y todos sus contenidos, por unanimidad.

— ACUERDO PARA LA PROMOCION Y PRO-
TECCION RECIPROCA DE INVERSIONES EN-
TRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPUBLICA
DE COLOMBIA, FIRMADO «AD REFEREN-
DUM» EN BOGOTA EL 9-6-95. (Número de expe-
diente 110/000005.)

El señor PRESIDENTE: Punto 10. Acuerdo para la
Promoción y Protección Recíproca de Inversiones entre el
Reino de España y la República de Colombia, firmado «ad
referendum» en Bogotá el 9 de junio de 1995.

¿Grupos que desean hacer uso de la palabra? (Pausa.)
Por el Grupo Popular, tiene la palabra la señora Pulgar.

La señora PULGAR FRAILE: Señor Presidente, el
Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de In-
versiones entre el Reino de España y la República de Co-
lombia se firmó «ad referendum» en Bogotá el 9 de junio

de 1995 por el entonces Ministro español de Comercio y
Turismo y por el Ministro de Relaciones Exteriores de Co-
lombia. El objetivo del Acuerdo es fomentar la coopera-
ción económica y favorecer los intercambios comerciales
entre ambos países.

Fue en el mes de septiembre del año 1992, con oca-
sión de la Comisión Mixta Hispano-Colombiana, cele-
brada en Madrid, donde se planteó la conveniencia de
suscribir un acuerdo de protección recíproca de inversio-
nes. La primera ronda de negociaciones tuvo lugar en
Madrid en junio de 1994, quedando algunos puntos pen-
dientes de consenso. Un mes más tarde tuvo lugar la se-
gunda ronda de conversaciones, esta vez en Bogotá, con
un resultado negativo que supuso incluso un retroceso
respecto a la negociación anterior. Finalmente, se llegó a
un consenso en el texto, tras las conversaciones mante-
nidas en Bogotá el 25 de abril de 1995, con ocasión de la
Comisión Económica Financiera. El acuerdo, como ya
se ha mencionado, se firmó «ad referendum» en la ciu-
dad de Bogotá el 9 de junio de 1995, durante la Expotec-
nia 95. Este acuerdo es similar a otros de promoción y
protección de inversiones, firmados por España con
otros países, siguiéndose en todos ellos el modelo elabo-
rado por la OCDE.

El preámbulo expresa el deseo de ambos países de in-
tensificar la cooperación económica y de crear condiciones
favorables para las inversiones recíprocas.

Porque creemos que es conveniente para ambos países,
para España y para Colombia, el Grupo Popular votará fa-
vorablemente este acuerdo.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra la señora
Fernández Ramiro.

La señora FERNANDEZ RAMIRO: Intervengo
muy brevemente para expresar que este Acuerdo, como
ya ha comentado la portavoz del Grupo Popular, es simi-
lar a otros que sobre promoción y protección recíproca
de inversiones ha firmado España con otros países y que,
como no podría ser de otra forma, han sido vistos en esta
Cámara. Todos ellos responden a un formato que podrí-
amos llamar universal, elaborado por la OCDE, con el
fin de garantizar el adecuado flujo de inversiones, sobre
todo desde países industrializados a países menos indus-
trializados.

Este acuerdo también, cuyo objetivo esencial es el de
fomentar las inversiones españolas en la República de Co-
lombia, ofrece un marco jurídico de protección a las inver-
siones que se dirijan a aquel país, asegurando un trata-
miento no discriminatorio de las inversiones recíprocas
entre ambos países, tanto en lo que respecta a terceros paí-
ses como en lo que se refiere a la libre circulación y repa-
triación de los rendimientos de las inversiones.

Asimismo, pretende limitar el riesgo político a que se
ve sometida una inversión, habida cuenta de que a veces
hay cambios políticos importantes que pueden afectar a la
estabilidad de las inversiones, por cuanto recoge aspectos
de interés en su artículo 5, como es el de las nacionaliza-
ciones y expropiaciones sólo posibles por razones de inte-
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rés público o necesidades de acuerdo. En ningún caso estas
expropiaciones o nacionalizaciones pueden ser discrimina-
torias por razón de nacionalidad. Por último, y en todos los
casos, deberá producirse una indemnización adecuada, sin
demoras injustificadas y en moneda convertible y libre-
mente transferible.

Por todo ello, mi Grupo va a votar favorablemente este
acuerdo.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación del
punto número 10.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— CONVENIO INTERNACIONAL DE LAS MADE-
RAS TROPICALES, 1994, HECHO EN GINE-
BRA EL 26-2-95. (Número de expediente
110/000008.)

El señor PRESIDENTE: Pasamos, a continuación, a la
consideración, debate y votación del punto número 13,
Convenio Internacional de las Maderas Tropicales, hecho
en Ginebra el 26 de enero de 1995.

¿Grupos Parlamentarios que desean hacer uso de la pa-
labra? (Pausa.)

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Boix.

El señor BOIX PASTOR: Este Convenio Internacional
de las Maderas Tropicales viene a sustituir al Convenio de
1983 y esta sustitución, que nuestro Grupo considera acer-
tada, se motiva fundamentalmente por cuatro aspectos
que, afortunadamente, gozan de la suficiente importancia
como para que se proceda a la elaboración de este nuevo
Convenio. Un Convenio que, genéricamente, podemos
afirmar que posee un menor carácter comercial, adoptando
una mayor preservación de los bosques tropicales, así
como la explotación racional de los mismos.

En primer lugar, y desde una óptica medioambiental,
destacar que este nuevo Convenio viene a apelar, haciendo
mayor incidencia, al peligro del sostenimiento de los bos-
ques tropicales. La mayor sensibilidad medioambiental de
este Convenio se puede apreciar en su propio preámbulo,
en el que nos recuerda la Declaración de Río sobre el Me-
dio Ambiente y el Desarrollo.

En segundo lugar, y desde una perspectiva comercial,
apuntar que los cambios que se han producido en el co-
mercio de la madera, con una considerable devaluación de
la demanda de la madera tropical, frente al incremento de
otros tipos de madera, han supuesto un serio riesgo para el
sostenimiento de los bosques tropicales.

En tercer lugar, manifestar la conveniencia para nuestro
país de este nuevo Convenio, dado que España, como im-
portador de este tipo de madera, está especialmente intere-
sada en el mantenimiento y en la protección de estos re-
cursos y, por tanto, en la pertenencia al organismo que

aglutina a todos los países exportadores e importadores de
maderas tropicales.

Por último, destacar la importancia que tiene la OIMT
como instrumento de cooperación para el desarrollo de los
países productores de maderas tropicales.

Por todo lo expuesto, y resaltando el compromiso com-
prendido en el preámbulo del Convenio de conseguir que
para el año 2000 las exportaciones de maderas tropicales
provengan de recursos forestales ordenados y de forma
sostenible, reitero la posición favorable de nuestro Grupo a
este Convenio.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario
Popular, tiene la palabra el señor Izquierdo.

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Señorías, como ya
se ha dicho por el portavoz del Grupo Socialista, que ha re-
sumido muy bien los contenidos del convenio, nuestro
grupo lo considera de extraordinaria importancia. Quiero
resaltar únicamente que la pertenencia de España a la Or-
ganización Internacional de las Maderas Tropicales es
muy conveniente, tanto desde un punto de vista económico
como político. Por una parte, España, ya se ha dicho, es un
país importador de maderas tropicales y está interesado en
conservar este recurso en el seno de la organización inter-
nacional, que es una institución fundamental en la coope-
ración internacional en materia de maderas tropicales. Por
otra, se trata, señorías, de una forma de cooperación al de-
sarrollo muy importante de mantener.

En este sentido, queremos destacar que el convenio es-
tablece el fondo de cooperación de Bali para la ordenación
sostenible de los bosques productores de maderas tropica-
les, con el fin de ayudar a los miembros productores a efec-
tuar las inversiones necesarias. La aportación medioam-
biental a estos proyectos y convenios de cooperación, se-
ñorías, es fundamental. Esa condición y protección medio-
ambiental es una aportación europea muy estimable y con-
veniente.

Por lo tanto, señorías, el Grupo Popular dará su voto al
citado convenio.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a votar el punto nú-
mero 13, Convenio Internacional de las Maderas Tropica-
les.

Efectuada la votación dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— ACUERDO CONSTITUTIVO DEL INSTITUTO
INTERNACIONAL PARA LA DEMOCRACIA Y
LA ASISTENCIA ELECTORAL, HECHO EN ES-
TOCOLMO EL 27 DE FEBRERO DE 1995. (Nú-
mero de expediente 110/000009.)

El señor PRESIDENTE: Punto número 14: Acuerdo
constitutivo del Instituto Internacional para la Democracia
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y la Asistencia Electoral, hecho en Estocolmo el 27 de fe-
brero de 1995.

¿Grupos que desean tomar la palabra? (Pausa.)
Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Gil Mel-

garejo.

El señor GIL MELGAREJO: Ya adelanto que mi
grupo va a votar favorablemente el Acuerdo constitu-
tivo del Instituto Internacional para la Democracia y la
Asistencia Electoral, hecho en Estocolmo el 27 de fe-
brero de 1995, por varias razones. Una de ellas es que,
según este ponente, reúne los requisitos fundamentales,
pues lo que es conocido como método Jean Monnet de
las relaciones internacionales se deriva de lo que se de-
nomina primacía del Derecho sobre la fuerza y la fuerza
de las instituciones.

Voy a reseñar de manera sucinta —y me lo agradecerán,
estoy convencido de ello— lo que mi grupo cree más rele-
vante de dicho acuerdo.

Desde hace tiempo, señorías, Suecia impulsó la idea
de crear este Instituto para coordinar actividades de asis-
tencia electoral y mantenimiento de la democracia, que
hasta ese momento se realizaban de manera dispersa. Fi-
nalmente, el 27 y 28 de febrero de 1995, tuvo lugar en
Estocolmo una conferencia internacional para la firma
del acuerdo constitutivo del Instituto. Sin embargo, pen-
samos que es importante referir, entre otros, dos antece-
dentes. Entre esos antecedentes, debemos de recordar
que el inicio fue plasmándose en la conferencia interna-
cional sobre coordinación de asistencia en materia elec-
toral, que tuvo lugar en Otawa a primeros de octubre de
1992. En ese inicio, participaron de manera activa los
países nórdicos, que apadrinaron oficialmente durante
los años 1993 y 1994 este acuerdo y que fue asumido por
el Gobierno de Suecia. También es importante reseñar
que España encabezó, durante todo el primer semestre
de 1994, una contraofensiva clara, destinada a hacer re-
conocer su experiencia en el campo de la asistencia elec-
toral. Esa contraofensiva, esa firme posición adoptada
en Bruselas por España, hizo que la delegación sueca re-
conociera a España como miembro fundador de este Ins-
tituto Internacional para la Democracia y la Asistencia
Electoral.

Para terminar, quisiera recordarles que el Acuerdo
constitutivo del Instituto Internacional para la Democracia
y la Asistencia Electoral consta de unas declaraciones ini-
ciales de las partes signatarias y seguidas de dieciocho ar-
tículos. Como estoy convencido de que todas SS. SS. sa-
ben de lo que se trata, termino diciendo, señor Presidente,
que el Grupo Popular, al que represento, va a votar favora-
blemente este Acuerdo.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, tiene
la palabra el señor Yáñez.

El señor YAÑEZ-BARNUEVO GARCIA: Nada
más, señor Presidente, que para anunciar nuestro voto fa-
vorable y congratularnos porque se apruebe este impor-
tante convenio de creación de un organismo internacional

para la promoción de la democracia y la asistencia electo-
ral, cosa que está tan de actualidad, como todo el mundo
sabe.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación del
punto número 14: Acuerdo constitutivo del Instituto Inter-
nacional para la Democracia y la Asistencia Electoral.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— TRATADO DE AMISTAD, BUENA VECINDAD Y
COOPERACION ENTRE EL REINO DE ES-
PAÑA Y LA REPUBLICA DE TUNEZ, HECHO
EN TUNEZ EL 26 DE OCTUBRE DE 1995. (Nú-
mero de expediente 110/000010.)

El señor PRESIDENTE: Punto número 15: Tratado de
amistad, buena vecindad y cooperación entre el Reino de
España y la República de Túnez, hecho en Túnez el 26 de
octubre de 1995.

Por el Grupo Socialista tiene la palabra la señora Fer-
nández Ramiro.

La señora FERNANDEZ RAMIRO: Muy breve-
mente, para decir que el tratado que vamos a ratificar en
este momento es similar a otros muchos aprobados en esta
Cámara que tienen un espíritu y una filosofía común y que
se traduce en la voluntad de ambos países de establecer
una nueva etapa en sus relaciones bilaterales. Por lo tanto,
tendremos la oportunidad de profundizar los lazos de
amistad, solidaridad y colaboración con el pueblo tune-
cino, con el que no sólo tenemos indelebles lazos de unión
en el pasado sino una firme vocación de cooperación para
el futuro.

Túnez está en el marco del Mediterráneo, del que for-
mamos parte. Compartimos los valores de la paz, el pro-
greso y la democracia, compartimos muchas producciones
comunes y nos movemos en el contexto internacional bus-
cando la paz en el marco de unas sociedades cada vez más
progresivas que anhelan mayores niveles de crecimiento y
de bienestar.

En definitiva, estamos convencidos de que este tratado
será un instrumento eficaz en el campo económico, propi-
ciando cada vez más un mayor intercambio empresarial
que redundará en beneficio de ambos países, además de ser
un instrumento que colabore al mantenimiento de la paz
contribuyendo al progreso de ambas naciones.

Por todo ello, el Grupo Socialista votará favorable-
mente este tratado.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Popular, tiene la
palabra el señor De Cáceres.

El señor DE CACERES BLANCO: Este tratado de
amistad, buena  vecindad y cooperación entre España y
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Túnez, que es en cierto modo similar al firmado en 1991
con Marruecos, deriva de la declaración política firmada
por los ministros de Asuntos Exteriores de España y Túnez
con motivo de la visita de los Reyes de España a aquel país
en noviembre de 1994, que en cierto modo complemen-
taba las primeras conversaciones tenidas tres años antes
durante la visita del Presidente de Túnez, Zin al Abidin
ben Ali.

Las excelentes relaciones actuales entre España y
Túnez derivan, y en cierto modo resaltan, de los lazos
geográficos, históricos y culturales, a los que se hace re-
ferencia también en el preámbulo de este tratado. Que-
rríamos subrayar la importancia de Túnez, país pequeño
pero situado en esa bisagra geopolítica entre ambos me-
diterráneos, y país moderado, por otra parte, en una
zona especialmente sensible por todo el tema del funda-
mentalismo y con posiciones a veces incluso extrema-
das de algunos países del Mediterráneo en su orilla afri-
cana.

Hay que tener en cuenta que éste es el primer tratado de
esta especie que Túnez firma con un país de la Unión
Europea. En sus trece artículos se prevé un amplísimo ri-
mero de distintos puntos comunes, como la cooperación
política, en la cual se prevé una reunión anual entre jefes
de Gobierno, semestral entre los respectivos ministros de
Asuntos Exteriores, cooperación económica y financiera,
de defensa, de desarrollo, cultural y educativa, especial-
mente importante por las vinculaciones, no sólo —con eso
que suena un poco a sota, caballo y rey— de la cultura
árabe en España sino también de la cultura judía y de los
sefardíes en Túnez, que tiene mucha importancia, y coope-
ración jurídica y consular.

Por el Consejo de Ministros del 20 de octubre del año
pasado se autorizó la firma del tratado, que ahora necesita
la autorización de las Cortes y nuestro grupo, por tanto, lo
va a apoyar.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación del
Tratado de amistad, buena vecindad y cooperación entre el
Reino de España y la República de Túnez.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y
LA REPUBLICA DEL ECUADOR PARA EL
CUMPLIMIENTO DE CONDENAS PENALES,
FIRMADO EN QUITO EL 25 DE AGOSTO DE
1995. (Número de expediente 110/000011.)

El señor PRESIDENTE: Punto 16: Convenio entre Es-
paña y la República del Ecuador para el cumplimiento de
condenas penales, firmado en Quito el 25 de agosto de
1995.

¿Grupos que desean tomar la palabra? (Pausa.) La se-
ñora Amador, por el Grupo Popular, tiene la palabra.

La señora AMADOR GUILLEN: El Convenio entre
el Reino de España y la República de Ecuador sobre el
cumplimiento de condenas penales fue negociado en Quito
en mayo de 1994 entre representantes de los ministerios de
Asuntos Exteriores de los dos países. El Consejo de Minis-
tros autorizó la firma del 27 de enero de 1995, y ésta se
efectuó el 25 de agosto del mismo año y, asimismo, se re-
mitió a estas Cortes Generales, pero en aquel momento de-
cayó por la disolución de las mismas, por cuyo motivo el
actual Consejo de Ministros en su reunión de 31 de mayo
de 1996 ha autorizado nuevamente su remisión.

Este convenio tiene como fin principal el cumplimiento
de la pena impuesta a los condenados en su país de origen
con el objeto de conseguir una mayor reinserción social al
aproximar al penado a su ambiente social y familiar. Según
los últimos datos, hay 48 presos españoles en cárceles del
Ecuador y ocho nacionales ecuatorianos internados en cár-
celes españolas.

Este convenio se inscribe en el objetivo español de es-
tablecer una red de instrumentos bilaterales de esta materia
con los países iberoamericanos más importantes y con
aquellos otros de distintas áreas geográficas con los que
España mantiene relaciones de mayor intensidad, pero la
originalidad del texto es que se ajusta principalmente al ar-
ticulado del Tratado multilateral de la Organización de Es-
tados Americanos, aunque, lógicamente, se inspira tam-
bién en los principios del Convenio número 112 del Con-
sejo de Europa en esta materia.

Consta, pues, este Convenio de un breve preámbulo y
doce artículos que, por supuesto, no enumeraré en aras a la
brevedad y porque SS. SS. podrán leer en el Boletín Ofi-
cial de estas Cortes Generales de fecha 23 de julio. Finali-
zaré, pues, señalando la referencia hecha por el Consejo de
Estado en el dictamen emitido sobre el mismo en el que
hace constar que este convenio influye decisivamente en el
régimen de las penas privativas de libertad que quedan
comprendidas en su ámbito, y de este modo afecta a las
previsiones del artículo 25.2 de la Constitución que, como
SS. SS. conocen, hace referencia a que las penas privativas
de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas
hacia la reeducación y la reinserción social.

Por tanto, señorías, dado que el fin principal de este
convenio coincide con el espíritu de nuestra norma funda-
mental, el Grupo Popular, como no podría ser de otra ma-
nera, votará a favor de este convenio.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, tiene
la palabra don Luis Yáñez.

El señor YAÑEZ-BARNUEVO GARCIA: Señor Pre-
sidente, la brillante intervención de la portavoz del Grupo
Popular me ahorra argumentos porque coincido al cien por
cien en lo que ha dicho y, por otra parte, hemos aprobado
otros convenios semejantes con países iberoamericanos en
esta Comisión, de tal manera que anuncio nuestro voto a
favor.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación del
punto 16, Convenio entre el Reino de España y la Repú-
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blica del Ecuador para el cumplimiento de condenas pena-
les.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— DENUNCIA DEL CANJE DE NOTAS DE 13 DE
MAYO DE 1960, CONSTITUTIVO DE ACUER-
DO ENTRE ESPAÑA Y GRAN BRETAÑA SO-
BRE SUPRESION DE VISADOS. (Número de ex-
pediente 110/000012.)

El señor PRESIDENTE: Pasamos al punto número 17
del orden del día, denuncia del canje de notas de 13 de
mayo de 1960, constitutivo de Acuerdo entre España y
Gran Bretaña sobre supresión de visados.

¿Grupos que desean tomar la palabra? (Pausa.) Tiene la
palabra la señora Castro, por el Grupo Popular.

La señora CASTRO MASEVEU: La denuncia del
presente canje de notas se encontraba en tramitación de las
Cortes cuando éstas fueron disueltas, razón por la cual se
hace necesaria la nueva tramitación hoy en esta Comisión.
Se denuncia el acuerdo ejercitando el derecho que le con-
fiere su artículo 6.o y por unas consideraciones que seña-
laré muy brevemente.

En primer lugar, el hecho de que una parte sustancial
del canje de notas ha quedado derogado debido a la incor-
poración de los dos Estados a la Unión Europea. Sus dis-
posiciones eran contrarias en algunos puntos al Tratado de
la Unión y también a la legislación comunitaria que la de-
sarrolla, sin olvidar la adhesión de España a los acuerdos
de Schengen. En segundo lugar, la parte que no ha que-
dado derogada no responde a las circunstancias políticas y
sociales del momento. Y, en tercer lugar, en el artículo 2.o

del canje de notas, aunque no se citaba expresamente, ha-
bía determinadas estipulaciones que se referían a Gibraltar,
persistiendo de esta forma los problemas de documenta-
ción y de circulación de personas en esa área. Por lo tanto,
es preciso revisar con Gran Bretaña el tema de documenta-
ción, especialmente en las cuestiones relativas a los resi-
dentes de esta área.

Estas son las razones que motivan la denuncia por parte
de España, pero quisiera indicar y resaltar que la denuncia
de este canje de notas no afectará en ninguna medida al trá-
fico entre los dos países, que seguirá desarrollándose de
acuerdo con el Derecho comunitario vigente y quedando
así salvaguardados los intereses turísticos españoles. Por
todo ello, el Grupo Popular va a votar favorablemente la
denuncia de este canje de notas.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación sobre
la denuncia del canje de notas constitutivo de Acuerdo en-
tre España y Gran Bretaña sobre supresión de visados.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— PROTOCOLO AL CONVENIO SOBRE SEGURI-
DAD SOCIAL ENTRE ESPAÑA Y CANADA DE
10 DE NOVIEMBRE DE 1986, FIRMADO EN
OTTAWA EL 19 DE OCTUBRE DE 1995. (Nú-
mero de expediente 110/000013.)

El señor PRESIDENTE: Punto 18: Protocolo al Con-
venio sobre Seguridad Social entre España y Canadá, fir-
mado en Ottawa el 19 de octubre de 1995.

¿Grupos parlamentarios que desean intervenir?
(Pausa.) Don Pedro Moya, por el Grupo Socialista, tiene
la palabra.

El señor MOYA MILANES: El presente protocolo
trae causa del Convenio de 1986 sobre Seguridad Social y
fundamentalmente pretende adaptarlo a las modificaciones
legislativas habidas en esta materia, tanto en España como
en Canadá, así como a las nuevas realidades sociales.

Yo quisiera subrayar que el interés fundamental de este
protocolo es el de incluir en el mismo las prestaciones no
contributivas del sistema de Seguridad Social español, que
también se reconocerán a los nacionales canadienses resi-
dentes en España en justa reciprocidad al tratamiento equi-
valente que reciben los españoles residentes en Canadá.

Hay otras razones, indudablemente también significati-
vas, para apoyar la ratificación de este protocolo pero, fun-
damentalmente, el interés prioritario es el que acabo de se-
ñalar y votaremos el mismo favorablemente.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Popular, tiene la
palabra el señor Castillo.

El señor CASTILLO JAEN: Los días 4 y 5 de mayo
de 1994 se celebra en Madrid la segunda y última ronda de
negociación entre las delegaciones de España y Canadá
para finalizar la negociación del texto de un protocolo al
Convenio de Seguridad Social existente entre ambos paí-
ses desde el 10 de noviembre de 1986. La primera sesión
negociadora que estableció un primer borrador se había
reunido seis meses antes, en noviembre de 1993, en la ca-
pital de Canadá. Este protocolo obedece, como antes se ha
indicado, a la necesidad permanente de actualizar los con-
venios de Seguridad Social a la realidad aceleradamente
cambiante. Los sistemas de Seguridad Social de las partes
han evolucionado notablemente en estos años, y en parti-
cular el español, que ha tenido que adaptarse a la realidad
europea y a la cambiante legislación española.

Hay que destacar por su especial interés el principio se-
gún el cual se permitirá la revisión de los derechos reconoci-
dos siempre y cuando el contenido de este protocolo los haga
más favorables para los interesados, de acuerdo con el ar-
tículo 6.o. El protocolo responde a los criterios generales que
se están utilizando actualmente para la negociación de trata-
dos internacionales de este tipo y en este contexto nuestro
grupo anuncia, cómo no, su voto favorable a dicho protocolo.
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El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación del
punto número 18, Protocolo al Convenio sobre Seguridad
Social entre España y Canadá.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— ACUERDO COMPLEMENTARIO GENERAL
DEL CONVENIO BASICO DE COOPERACION
TECNICA ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA
REPUBLICA DE EL SALVADOR, PARA LA FI-
NANCIACION DE PROGRAMAS DE COOPE-
RACION Y ANEXO, FIRMADO «AD REFEREN-
DUM» EN SAN SALVADOR EL 14 DE FEBRERO
DE 1995. (Número de expediente 110/000014.)

El señor PRESIDENTE: Punto número 19: Acuerdo
complementario general del Convenio básico de coopera-
ción técnica entre el Reino de España y la República de El
Salvador para la financiación de programas de coopera-
ción y anexo, firmado ad referendum en San Salvador el
14 de febrero de 1995.

¿Grupos parlamentarios que desean hacer uso de la pa-
labra? (Pausa.)

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Iz-
quierdo.

El señor IZQUIERDO JUAREZ: Señorías, este
Acuerdo complementario general del Convenio básico de
cooperación técnica entre el Reino de España y la Repú-
blica de El Salvador para la financiación de programas de
cooperación pretende dotar de una mayor transparencia y
carácter contractual a las relaciones de cooperación exis-
tentes entre ambos países, como reflejo, sin lugar a dudas,
de la nueva situación surgida en El Salvador y consecuen-
cia, a su vez, del éxito de los acuerdos de paz, proceso en
el que España ha desempeñado un importantísimo papel.
Este Acuerdo complementario establece como principio
fundamental la participación de ambos países en la finan-
ciación de todos los proyectos que se llevan a cabo, de
acuerdo con las directrices establecidas en las comisiones
mixtas.

Señorías, en el ámbito de la cooperación con Iberoa-
mérica, y concretamente con El Salvador, la creación de
un fondo mixto para la ejecución conjunta de activida-
des y proyectos orientados a los objetivos antes indica-
dos, constituye una modalidad exigente para ambas par-
tes de mayor compromiso, asunción de responsabilida-
des e incidencia sobre objetivos comunes. Este acuerdo
complementario abre, señorías, nuevos caminos en la
cooperación bilateral entre ambos países, en una línea
de asunción de responsabilidades mutuas que impulsará
el desarrollo de El Salvador y contribuirá a la consoli-
dación y ampliación de un espacio común entre ambos
países en los diferentes ámbitos, social, político, econó-
mico y cultural.

El señor PRESIDENTE: Señor Fuentes, por el Grupo
Socialista.

El Señor FUENTES GALLARDO: Después de la de-
tallada y elocuente exposición del portavoz del Grupo Po-
pular, no tengo más que decir. Hacemos nuestros sus argu-
mentos y votaremos a favor.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— ACUERDO SOBRE TRANSPORTE INTERNA-
CIONAL POR CARRETERA ENTRE EL GO-
BIERNO DEL REINO DE ESPAÑA Y EL GO-
BIERNO DE LA REPUBLICA DE ESLOVENIA,
HECHO EN MADRID EL 16 DE NOVIEMBRE
DE 1995. (Número de expediente 110/000015.)

El señor PRESIDENTE: Punto número 20 del orden
del día: Acuerdo sobre transporte internacional por carre-
tera entre el Gobierno del Reino de España y el Gobierno
de la República de Eslovenia, hecho en Madrid el 16 de
noviembre de 1995.

¿Señores Diputados que deseen intervenir? (Pausa.)
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Yáñez.

El señor YAÑEZ-BARNUEVO GARCIA: Aparente-
mente, un convenio de transporte por carretera entre Es-
paña y Eslovenia puede parecer poco relevante. Es una
frase resumiré por qué sí es importante, y es porque per-
mite establecer un corredor alternativo al territorio aus-
triaco, a cuyo paso se aplican importantes limitaciones a
los transportistas españoles. Por tanto, con este nuevo co-
rredor, a través de Eslovenia, podrán tener muchas más fa-
cilidades. Por eso, apoyamos y votaremos a favor del con-
venio.

El señor PRESIDENTE: Señor De Cáceres.

El señor DE CACERES BLANCO: Efectivamente,
como ha señalado el señor Yáñez, éste es el punto clave del
Acuerdo sobre el transporte internacional por carretera,
que se firmó en Ljubljana a finales de octubre de 1993 y
que, provisionalmente, se está aplicando desde 1995, pero
que necesita, naturalmente, la aprobación de las Cortes.

Este soslayar para los transportistas españoles el ca-
mino a través de Austria, gravado por fuertes tasas,
mientras que en Eslovenia se van a suprimir las tasas
mutuamente, como es natural, es muy importante. Por
ello estimamos que las Cortes deben aplicar dicho
acuerdo, cuya presentación fue imposible por la disolu-
ción de las anteriores, y que ha sido remitido de nuevo
por acuerdo del Consejo de Ministros del 31 de mayo
pasado.
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El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DEL REINO
DE ESPAÑA Y EL GOBIERNO DE LA REPU-
BLICA FRANCESA PARA LA CONSTRUCCION
Y EXPLOTACION DE LA SECCION INTERNA-
CIONAL DE UNA LINEA FERROVIARIA DE
ALTA VELOCIDAD ENTRE ESPAÑA Y FRAN-
CIA (VERTIENTE MEDITERRANEA), FIR-
MADO «AD REFERENDUM» EN MADRID EL
10 DE OCTUBRE DE 1995, Y DEL CANJE DE
NOTAS VERBALES DE 4 DE DICIEMBRE DE
1995 Y DE 9 DE ENERO DE 1996, POR EL QUE
SE SUBSANAN ERRORES EN EL TEXTO ORI-
GINAL. (Número de expediente 110/000016.)

El señor PRESIDENTE: Punto número 21 del orden
del día: Acuerdo entre el Gobierno de España y el Go-
bierno de la República Francesa para la construcción y ex-
plotación de la sección internacional de una línea ferrovia-
ria de alta velocidad entre España y Francia, vertiente me-
diterránea, firmado ad referendum en Madrid el 10 de oc-
tubre de 1995, y del canje de notas verbales al que se hace
referencia, por el que se subsanan errores en el texto origi-
nal.

¿Señores Diputados que desean intervenir? (Pausa.)
El señor Milián tiene la palabra.

El señor MILIAM MESTRE: Este es un acuerdo que
fue adoptado el 31 de mayo de 1996 por parte del Go-
bierno español, ratificando un hecho que se había confir-
mado el 10 de octubre de 1995 por parte del Ministro a la
sazón, don José Borrell Fontelles, y por el Ministro de
Transportes francés el señor Bernard Pons.

Este acuerdo, promovido por España, comenzó a confi-
gurarse de alguna manera en las cumbres hispano-france-
sas de Albi, del año 1992; de Toledo, del año 1993, y de
Foix, de 1994. En Albi se firmó un memorándum sobre el
establecimiento de líneas de alta velocidad entre los dos
países. El acuerdo determina las condiciones de construc-
ción y de explotación de la línea ferroviaria del tramo in-
ternacional, especialmente Figueras-Perpiñán, el tránsito
de un país a otro, que comprende el mayor interés econó-
mico centrado la vertiente mediterránea de los Pirineos, en
lo que es llamado por los técnicos como arco del sur medi-
terráneo de la Comunidad.

Se establecen en este acuerdo, en once artículos, las
condiciones que deben observarse. Sin embargo, dado
que son once artículos que constituyen prácticamente
unos puntos de trámite, salvo un error que se configura en
los mismos cuando se habla de una concesión que se
otorgará por parte de los Estados para construir el ferro-
carril, cuando en rigor después se modifica ese error en

una nota verbal posterior de los medios de los dos go-
biernos como construcción y no concesión —hay que ha-
cer esta observación—, lo importante de este hecho es
que justamente en estos momentos se está perfilando ya
lo que es la creación de un gran medio de interrelación
económica entre el norte y sur, es decir, entre España y
Europa, y Europa y España a través de la frontera fran-
cesa. Digo esto porque es el instrumento vital de lo que
algunos técnicos en economía y en transporte llamar la
ZAV y que en Barcelona es la que comunica por vía aérea
y por mar sobre todo, y ahí, impulsando especialmente la
alta velocidad aplicada al transporte de mercancías, tanto
más importante que el transporte de viajeros, es lo que da
una nueva significación a esta posibilidad, dado que jus-
tamente el transporte de viajeros es el que menos interés
económico tiene, teniéndolo mucho más el de acelera-
ción de la aportación a los mercados europeos de nues-
tros productos nacionales a través de una vía de alta ve-
locidad, como es en este caso.

Este hecho, por una parte, y otros factores que juegan
en el mismo, como puede ser, por ejemplo, la mayor faci-
lidad para la traslación de los productos españoles a
Europa, dado que se establecerá con un ancho de vía euro-
peo, pues en este momento la dificultad está precisamente
en la diferenciación de los anchos de vía español y francés,
será una razón prioritaria de inmediata aplicación, tan de
inmediata aplicación que noticias de hoy mismo hablan ya
de una dotación de 60.000 millones de pesetas procedentes
del proceso de privatizaciones por parte del Ministerio de
Fomento, para aplicar justamente a este AVE, que sería la
línea Madrid-Barcelona y que en Barcelona empalmaría,
gracias a este acuerdo internacional, con Francia.

Consecuentemente, estamos ante un instrumento de
alto interés económico para ambos países; alto interés que
se viene de alguna manera configurando en lo que es la in-
terrelación económica creciente de este arco sur mediterrá-
neo, que se configura como uno de los polos de creci-
miento más importantes de la Comunidad Europea.

Nosotros, por estas razones, vamos a votar favorable-
mente.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra la señora
Fernández Ramiro, por el Grupo Socialista.

La señora FERNANDEZ RAMIRO: Poco tengo que
añadir a lo ya dicho por el representante del Grupo Popu-
lar, aunque sí debo decir que por nuestra parte también
consideramos de sumo interés este acuerdo, máxime
cuando tanto por parte del Gobierno español como por el
Gobierno francés se considera de total importancia desa-
rrollar la red ferroviaria de alta velocidad entre España y
Francia. En el caso puntual de este convenio, impulsar el
tramo Figueras-Perpiñán.

Quiero también señalar que, como no podría ser de otra
forma, en todo su articulado se adoptan todas las disposi-
ciones internacionales legales y reglamentarias. En gene-
ral, consideramos que este convenio está presidido por el
espíritu de cooperación amistosa que existe en las relacio-
nes entre España y Francia.
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Por todo ello, mi grupo va a votar favorablemente este
acuerdo.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— CONVENIO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y
LA REPUBLICA PORTUGUESA PARA LA
CONSTRUCCION DE UN PUENTE INTERNA-
CIONAL SOBRE EL RIO CAYA, ENTRE LAS
LOCALIDADES DE BADAJOZ (ESPAÑA) Y EL-
VAS (PORTUGAL), FIRMADO «AD REFEREN-
DUM» EN MADRID EL 18 DE ENERO DE 1996.
(Número de expediente 110/000018.)

El señor PRESIDENTE: Punto número 22: Convenio
entre el Reino de España y la República Portuguesa para la
construcción de un puente internacional sobre el río Caya,
entre las localidades de Badajoz, España, y Elvas, Portu-
gal, firmado ad referendum en Madrid, el 18 de enero
de 1996.

¿Grupos parlamentarios que desean hacer uso de la pa-
labra? (Pausa.)

El señor Fuentes tiene la palabra, por el Grupo Socia-
lista.

El señor FUENTES GALLARDO: Este convenio fue
firmado en la cumbre hispano-portuguesa que se celebró
en Madrid a principio de este año, para la construcción de
un puente internacional que va a permitir unir lo que es
hoy la actual autovía Madrid-Badajoz con lo que será en el
futuro la autopista Elvas-Lisboa, que va a suponer una de
las conexiones más importantes de Portugal con el resto de
Europa, así como un elemento de extraordinaria importan-
cia para Extremadura y, en concreto, para la ciudad de Ba-
dajoz.

El convenio prevé la constitución de una comisión téc-
nica, que tendrá que elaborar el proyecto y contratar las
obras. Para terminar, sólo quiero añadir que espero que la
constitución de esta comisión que elabore el proyecto y sa-
que a concurso las obras se haga lo antes posible y que el
Gobierno español facilite los fondos necesarios para que la
construcción de este puente, tan importante para Extrema-
dura y para la ciudad de Badajoz, pueda ser una realidad en
el menor plazo de tiempo posible.

Gracias, señor Presidente.

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Fuentes.
Por el Grupo Popular tiene la palabra el señor De Cáce-

res.

El señor DE CACERES BLANCO: Para no repetir las
ventajas que evidentemente va a tener este puente, y la co-
nexión de dos autopistas por parte de Portugal y de Es-

paña, quiero recordar simplemente que es la Dirección Ge-
neral de Carreteras del hoy Ministerio de Fomento la que
se va a encargar, en nuestro caso, de proyectar cuanto se
refiere a la parte de España, incluyendo los accesos al
puente. La adjudicación, contratación, dirección y ejecu-
ción de estas obras va a correr a cargo del gobierno de cada
país, España y Portugal, en que esté domiciliada la em-
presa adjudicataria. Este convenio no se había aprobado
previamente, pasa de nuevo a las Cortes y, naturalmente,
dada su importancia, nuestro grupo va a votar a favor del
mismo.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación del
punto 22: Convenio entre el Reino de España y la Repú-
blica Portuguesa para la construcción de un puente inter-
nacional sobre el río Caya.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— SEGUNDO Y TERCER PROTOCOLO ANEXOS
AL ACUERDO GENERAL SOBRE COMERCIO
DE SERVICIOS, ANEJO AL ACUERDO POR EL
QUE SE ESTABLECE LA ORGANIZACION
MUNDIAL DEL COMERCIO (OMC) —MARRA-
KECH, 15-4-94— HECHOS EN GINEBRA EL 6
DE OCTUBRE DE 1995. (Número de expediente
110/000019.)

El señor PRESIDENTE: Punto número 23: segundo y
tercer protocolo anexos al Acuerdo General sobre Comer-
cio de Servicios, anejo al Acuerdo por el que se establece
la Organización Mundial del Comercio, hechos en Ginebra
el 6 de octubre de 1995. Por el Grupo Popular tiene la pa-
labra  el señor Gil Melgarejo.

El señor GIL MELGAREJO: Como bien saben S. S.,
con fecha 18 de mayo de 1994 y 21 de junio del mismo
año, el entonces Ministro de Comercio y Turismo, señor
Gómez Navarro Navarrete, a solicitud del Grupo Popular
compareció ante la Comisión de Economía, Comercio y
Hacienda para informar del impacto que el Acuerdo Gene-
ral sobre Aranceles Aduaneros y de Comercio, el GATT,
tendría sobre los diversos sectores del comercio. Es estas
dos sesiones de la Comisión se produjo un debate muy
complejo y minucioso, con importantes y brillantes aporta-
ciones al mismo, que dejó clara la postura de todos los gru-
pos. Sin embargo, quedaban y siguen quedando cuestiones
como la que nos ocupa ahora, que son ajenas a este Tratado
de la Organización Mundial del Comercio, concretamente
el que se refiere al Acuerdo General sobre Comercio de
Servicios (GATS), por un lado y, por otro, el que se refiere,
dentro de éste, al movimiento de las personas físicas pro-
veedoras de servicios. Este sería el tercer protocolo y el
anunciado como el anexo sobre servicios financieros sería
el segundo protocolo.
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El grupo al que pertenezco va a votar favorablemente a
este acuerdo y de nuevo asumimos otro importante reto
dentro de la libertad de lo que es el comercio mundial.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, el
señor Rodríguez Bolaños tiene la palabra.

El señor RODRIGUEZ BOLAÑOS: Señor Presi-
dente, como ha dicho el Diputado del Partido Popular,
efectivamente estos protocolos se hacen en virtud del de-
sarrollo del acuerdo por el que se establece la Organiza-
ción Mundial del Comercio. Tanto el segundo como el ter-
cer protocolo, que se refieren, al movimiento de personas
y al movimiento de mercancías, entendemos que son bene-
ficiosos para España, como así se deduce de los informes
que se remiten con la propuesta de acuerdo. Por tanto, el
Grupo Socialista va a votar favorablemente a la firma de
estos protocolos.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación del
punto número 23: Segundo y Tercer Protocolo anexos al
Acuerdo General sobre Comercio de Servicios, anejo al
Acuerdo por el que se establece la Organización Mundial
del Comercio.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— TRATADO DE EXTRADICION ENTRE EL
REINO DE ESPAÑA Y LA REPUBLICA ORIEN-
TAL DEL URUGUAY, FIRMADO EN MADRID
EL 28 DE FEBRERO DE 1996. (Número de expe-
diente 110/000020.)

El señor PRESIDENTE: Punto 24: Tratado de extradi-
ción entre el Reino de España y la República Oriental del
Uruguay, firmado en Madrid el 28 de febrero de 1996. Por
el Grupo Socialista, el señor Boix tiene la palabra.

El señor BOIX PASTOR: Señor Presidente, nuestro
grupo parlamentario quiere manifestar su posición favora-
ble en cuanto a este Tratado de extradición entre España y
la República Oriental del Uruguay, fundamentalmente por
dos motivos. En primer lugar, porque contribuirá de forma
directa en la intensa labor que ese país viene realizando y
que realiza por erradicar el terrorismo de ETA. Este tra-
tado, que sustituye el antiguo Tratado de extradición de
criminales entre los dos países, que databa de 1885, permi-
tirá que no sea denegada ninguna solicitud de extradición
de miembros de la organización terrorista ETA por consi-
derarlas de carácter político, siguiendo así los criterios
contenidos en el Convenio europeo de represión del terro-
rismo de 1977. Esto, sin duda, contribuirá a la desarticula-
ción del santuario de que disfrutaba esta organización te-
rrorista en la República Oriental del Uruguay. En segundo
lugar, queremos destacar la importancia de este tratado, ya

que constituye una importante novedad de interés político
y jurídico respecto a la Ley Reguladora de Extradición Pa-
siva de 1985. La inclusión de la extradición de nacionales
evitará que mediante la adquisición de una nacionalidad en
el país de residencia se impida la extradición.

Queremos manifestar, por último, nuestra satisfacción
por el resultado de unas largas y complejas gestiones que
se realizaron ante el Gobierno uruguayo y que facilitaron
la modernización del antiguo tratado de extradición. Rei-
tero que votaremos favorablemente porque consideramos
que este tratado contribuye de forma directa a erradicar el
terrorismo que sufrimos en este país.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra la señora
Castro.

La señora CASTRO MASAVEU: Señor Presidente,
simplemente quiero sumarme a las palabras del portavoz
del Grupo Socialista y resaltar que, efectivamente, a partir
de la firma de este tratado habremos dado un paso más en
la lucha antiterrorista, puesto que hasta ahora habían sido
denegadas las extradiciones de los miembros de ETA que
residian en Uruguay debido a que se consideraban estos
actos de terrorismo como delitos políticos. A partir de hoy
esto no sucederá y España podrá solicitar esa extradición
que deberá ser concedida. Por tanto, mi Grupo va a votar
favorablemente a este tratado.

El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación del
punto número 24: el Tratado de extradición entre España y
El Uruguay.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— TRATADO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA
REPUBLICA DE PANAMA SOBRE EL TRA-
TADO DE PERSONAS CONDENADAS, FIR-
MADO EN MADRID EL 20 DE MARZO DE 1996.
(Número de expediente 110/000022.)

El señor PRESIDENTE: Punto número 25: Tratado
entre el Reino de España y la república de Panamá sobre
traslado de personas condenadas, firmado en Madrid el 20
de marzo de 1996. Tiene la palabra la señora Pulgar, por el
Grupo Popular.

La señora PULGAR FRAILE: El Tratado entre la
República de Panamá y el Reino de España sobre tras-
lado de personas condenadas fue firmado en Madrid el
20 de marzo de 1996 y tiene como objetivo principal el
mejorar las posibilidades de rehabilitación social de las
personas condenadas. Como es habitual en este tipo de
instrumentos, para efectuar el traslado de un detenido
tiene que haber consentimiento por parte del Estado de
condena, del Estado de cumplimiento y del propio inte-
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resado. Obviamente, todos estos principios se inspiran
en el Convenio Europeo 112. Este tratado se inscribe,
por parte española, dentro de la práctica de los últimos
años de concluir acuerdos en la materia con el mayor nú-
mero de países iberoamericanos que permitan la protec-
ción de españoles detenidos en esos Estados. En estos
momentos hay ya tratados con Argentina, Méjico y Perú
y otros en trámite muy avanzado con Venezuela, Para-
guay, Ecuador y Colombia. El Grupo Popular va a votar
favorablemente a este tratado entre la República de Pa-
namá y el Reino de España.

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, el
señor Boix tiene la palabra.

Le señor BOIX PASTOR: Señor Presidente, poco más
que añadir a lo aportado por la Diputada del Grupo Parla-
mentario Popular. Quiero reiterar el objetivo principal de
los dos países con este tratado que ha consistido en mejo-
rar las posibilidades de rehabilitación social de las perso-
nas condenadas. Consideramos que con este acuerdo dota-
mos a las diferentes administraciones y personas afectadas
de un buen instrumento para la protección de los españoles
detenidos en Panamá. Por tanto, votaremos favorable-
mente.

El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar a la votación
del punto número 25: Tratado entre el Reino de España y
la República de Panamá sobre traslado de personas conde-
nadas.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

— CANJE DE NOTAS, DE FECHAS 26 DE DICIEM-
BRE DE 1995 Y 22 DE ENERO DE 1996, CONS-
TITUTIVO DE ACUERDO ENTRE ESPAÑA Y
ESTADOS UNIDOS, POR EL QUE SE PRO-
RROGA EL ACUERDO ENTRE AMBOS PAISES
SOBRE COOPERACION CIENTIFICA Y TEC-
NICA EN APOYO A LOS PROGRAMAS DE EX-
PLORACION LUNAR Y PLANETARIA Y DE
VUELOS ESPACIALES TRIPULADOS Y NO
TRIPULADOS A TRAVES DEL ESTABLECI-
MIENTO EN ESPAÑA DE UNA ESTACION DE
SEGUIMIENTO ESPACIAL, FIRMADO EN MA-
DRID EL 29 DE ENERO DE 1964 Y DEL CANJE
DE NOTAS DE 17 Y 31 DE MAYO DE 1996 SUB-
SANANDO UN ERROR MATERIAL EN LAS
PRIMERAS. (Número de expediente 110/000023.)

El señor PRESIDENTE: Punto 26, y último, que tiene
el siguiente y brillante enunciado: Canje de Notas, de fe-
chas 26 de diciembre de 1995 y 22 de enero de 1996, cons-
titutivo de acuerdo entre España y Estados Unidos, por el
que se prorroga el Acuerdo entre ambos países sobre coo-

peración científica y técnica en apoyo a los programas de
exploración lunar y planetaria y de vuelos espaciales tripu-
lados y no tripulados a través del establecimiento en Es-
paña de una estación de seguimiento espacial, firmado en
Madrid el 29 de enero de 1964, y del Canje de Notas de 17
y 31 de mayo de 1996 subsanando un error material en las
primeras. Espero que alguien nos explique en qué consis-
tía el error material.

La señora Fernández Ramiro tiene la palabra.

La señora FERNANDEZ RAMIRO: Quiero mani-
festar, en primer lugar, que el Grupo Socialista va a vo-
tar favorablemente la prórroga de este acuerdo porque
entendemos que se ha llevado a cabo una relación fruc-
tífera entre el Instituto Nacional de Técnicas Aeronáuti-
cas (INTA) y la NASA, con bastantes ventajas para las
instalaciones españolas. Como sabrán SS. SS., me re-
fiero a la estación de seguimiento de vehículos espacia-
les de Robledo de Chavela y otras instalaciones cons-
truidas al amparo de este acuerdo, cuyo funcionamiento
ha demostrado ser muy beneficioso para ambos países a
lo largo de sus años de actividad. De la prórroga de este
acuerdo sólo pueden derivarse beneficios para España
por cuanto Estados Unidos es, en estos momentos, una
nación líder en el campo de la investigación aeroespa-
cial. Es necesario negociar un nuevo texto porque en-
tendemos que, una vez pasada la vigencia del presente
acuerdo, tanto por parte de las autoridades españolas
como de las autoridades americanas se ha llegado a la
conclusión de que el acuerdo ha quedado completa-
mente desfasado.

En consecuencia, como ya he manifestado al principio
de mi intervención, mi grupo considera conveniente y po-
sitiva la ratificación de este acuerdo y votará favorable-
mente.

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Mu-
ñoz-Alonso.

El señor MUÑOZ-ALONSO Y LEDO: Señor Presi-
dente, no tengo que añadir nada a lo que ha expresado la
portavoz del Grupo Socialista. Sólo quiero señalar que
se refiere efectivamente a la estación de Robledo de
Chavela que lleva funcionando más de treinta años muy
satisfactoriamente tanto para los Estados Unidos como
para España. Concretamente, desde el punto de vista es-
pañol, quiero señalar que allí trabajan ciento cincuenta
empleados españoles de la más alta cualificación téc-
nica, que está muy avanzada ya la negociación de un
nuevo acuerdo, pero que por razones de tiempo se hace
esta prórroga de un año, esperándose que en este período
se llegue a la formulación del nuevo acuerdo. Quiero re-
cordar que hace aproximadamente dos años en esta Co-
misión aprobamos una prórroga de un año y que, por lo
que se ve, la discusión del acuerdo se ha complicado
tanto que es necesaria esta otra nueva prórroga. Espera-
mos que sea la última y que pronto tengamos aquí el
nuevo acuerdo de cooperación que es tan beneficioso
para ambas partes.
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El señor PRESIDENTE: Pasamos a la votación de este
Canje de Notas.

Efectuada la votación, dijo:

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unani-
midad.

Señoras y señores Diputados, muchísimas gracias por
su paciencia y por su colaboración. Quería decirles sim-
plemente que, sujeto a la convocatoria formal, segura-
mente el día 9 de octubre, miércoles, a las nueve y media

de la mañana tendremos reunión de esta Comisión. Previa-
mente procederé a la convocatoria de la Mesa y portavoces
en fecha todavía no descrita, pero también se lo comuni-
caré oportunamente. Les agradecería que tuvieran en
cuenta esa fecha, porque seguramente será la de celebra-
ción de la Comisión. Gracias a todos.

Se levanta la sesión.

Eran las siete y cincuenta y cinco minutos de la
tarde.
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